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El presente es un trabajo investigativo que ahonda sobre la realidad social que 
vive y agobia a Colombia en las últimas décadas. Las luchas entre el Estado y 
los insurgentes han tocado fibras imposibles de recomponer; la población civil a 
sufrido los avatares de su entorno y piden a gritos una solución pronta. 
 
Las Autodefensas Unidas de Colombia fueron creadas con base en esos terribles 
momentos de incertidumbre, creada por las guerrillas, por los cuales atravesaba 
el país; la lucha de los insurgentes contra el Estado llevándose por delante la 
vida de nuestros campesinos. Los paramilitares también llamados a los 
integrantes de las Autodefensas, iniciaron sus actividades en la década de los 
años noventas con la idea de proteger sus familias y tierras de la desagracia de 
los enfrentamientos armados, puesto que los alzados en armas perdieron su 
norte y arremetieron contra la población civil. 
 
Después de un tiempo incurrieron en el mismo error de las Guerrillas y para su 
financiación recurrieron a secuestros, trafico de droga, hurtos etc., fue una bola 
de nieve que no se pudo parar. 
 
Desde hace mucho tiempo el dialogo es una esperanza que tenemos los 
colombianos para al fin terminar con el calvario de la conflagración. Aunque este 
mecanismo en ciertos lapsos de la vida política del país ha generado publicidad 
en campañas políticas y solo han quedado en palabras, tenemos en nuestra 
historia varios proyectos que salieron adelante: Acuerdo con el Movimiento 









En el periodo gobernado por el Presidente de la República Álvaro Uribe Vélez y 
desde hace mas de dos años de conversación por fin se vio la luz de la 
esperanza y se inicio el dialogo con las autodenominadas Autodefensas Unidas 
de Colombia. 
 
El inconformismo que se albergaba por los procesos de paz mal llevados, esta 
vez se presento a lo interno de las conversaciones, la opinión pública colombiana 
e internacional tomo partido de los acuerdos para asesorar en la toma de 
decisiones que se tenían que tomar, la mayoría esta en contra de la ley que se 
promulgo y sanciono para apoyar este proceso de paz. 
 
Muy diferente de los otros proyectos relacionados con los procesos de paz, se 
llegó al último acuerdo dando gestación a la Ley 975 de 2005, donde según los 
analistas hay ciertos vacíos que llegan a desconcertar sobre todo en lo que se 
refiere a los procesos judiciales y a la pena alternativa. 
 
El tema principal de este trabajo monográfico es la aplicación de la pena 
alternativa, contando que esta no puede exceder de 8 años; lo complicado es 
que las Autodefensas cometieron, y lo siguen haciendo, hechos punibles de lesa 
humanidad, delitos graves contra la población Civil que no son redimibles con 
esa cuantificación de pena impuesta. 
 
Se realizó un análisis  al contexto social, las estadísticas de los delitos más 
cometidos por las Autodefensas y las violaciones a los derechos humanos. En 
este documento se explica el por qué de la situación tan complicada que vive 
este país, cómo se creó este conflicto y si puede acabar con un acuerdo que se 
limite a una incompleta investigación sanción de los delitos y además penas 








En ese parangón realizado salta a primera vista lo errado del gobierno al 
promulgar esa Ley que no protege el protocolo de una buena investigación y 



































Es casi común afirmar que Colombia ha entrado en la quinta década de un 
conflicto armado interno. La realidad del país es compleja, pues de hecho la 
historia colombiana de los últimos dos siglos ha estado marcada por la existencia 
casi permanente de diversos conflictos y guerras civiles de magnitud e intensidad 
variables. 
 
En ocasiones se ha querido presentar a Colombia como una democracia operante 
pero afligida por una “cultura de la violencia”, perpetua e inmutable. Nada más 
falso, la violencia en nuestro país es un producto histórico: resultado de 
comportamientos, relaciones y decisiones políticas concretas. 
 
Sus raíces son profundas, complejas y dolorosas; y desde luego han producido 
pautas de comportamiento que se repiten, pero que ciertamente pueden y deben 
modificarse, entre otras razones, porque así lo desea la mayoría de los 
colombianos.  
 
Desde los 70s, Colombia ha sido el escenario de graves y persistentes violaciones 
de derechos humanos y de derecho humanitario. Dichas violaciones han sido 
cometidas por miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia Autodefensas 
Unidas de Colombia y las guerrillas. El Alto Comisionado para los Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas ha calificado tales violaciones: “como crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de guerra”1.  
 
1  Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas informe. 30 de 
Marzo de 2005. Referencia DRP 175-05. FRUHLING Michael. Director de la Oficina en 







Desde la llegada al poder de Álvaro Uribe Vélez, el Gobierno colombiano ha 
diseñado, en nombre de la lucha antiterrorista, un nuevo programa conocido como 
política de seguridad democrática2. Para implementarla, el Gobierno ha adoptado 
o anunciado diversas medidas, entre las que se encuentran la Ley 975 de 2005, 
que promulga y da fin a dos años de diálogos con los cabecillas de los 
paramilitares3. 
 
En las siguientes paginas, analizamos esta medida y su impacto sobre el estado 
de derecho y la imposición de penas. 
 
Se mostrará a continuación, un parangón entre la justicia ordinaria y la que se 
prende implantar con l pena alternativa. 
 
Estudiamos el desarrollo de las negociaciones entre el Gobierno y grupos 
paramilitares de las Autodefensas Unidas de Colombia y la desmovilización de 
dichos grupos. En el marco de este proceso, el Gobierno ha adoptado y promovido 
la adopción de la Ley 975 de 2005 que puede resultar en la impunidad para los 
autores de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra; o que se castiguen 






                                                                                                                                                    
 
2 Política iniciada por el Presidente Álvaro Uribe Vélez. Ministerio de Defensa Nacional 
2003. 
3 Se inicio los diálogos con el desaparecido Carlos Castaño, en ese entonces jefe máximo de 








LEY DE JUSTICIA O IMPUNIDAD 




1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
Después de tantos años de ser azotados por la guerra en un país como el 
nuestro, se encuentra una solución con el fin de resocializar y reincorporar a la 
vida civil a miles de participantes en grupos armados al margen de la ley; se 
promulga la Ley 975 de 2005 terminando así con un proceso de paz entre el 
Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia. 
 
En este proceso de paz a estas prebendas, solo pueden acceder los miembros de 
un grupo armado organizado al que hayan sido o puedan ser imputados, acusados 
o condenados como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y 
con ocasión de la pertenencia a esos grupos. Queda en el tintero la visualización 
de un coasociado que incurrió en el delito de homicidio y un paramilitar que de 
igual manera fue recurrente en esas acciones, incluso cometiendo otros hechos 
punibles; pueda acceder fácilmente a su libertad apoyado por el Estado, y el 
primero tenga que cumplir a cabalidad con todo el rigor de la Ley Penal. 
 
La Ley de Justicia y Paz establece importantes beneficios judiciales, como la 
fuerte reducción de penas de privación de libertad y amplias posibilidades de 
libertad condicional, a quienes hayan cometido graves crímenes, sin una 






                                                
cantidad de reinsertados que tiene este momento el país, hablando de 
reinsertados individualmente -no se ha materializado la entrega de personas en 
cautiverio- solo poniendo un ejemplo con ese hecho punible. La ley adoptada da 
el mismo tratamiento a la desmovilización individual, sin que haya acuerdo o 
cese de hostilidades, y a la desmovilización colectiva, basada en acuerdos firmes 
e integrales. Ello abre indebidamente las puertas a amplios beneficios judiciales 
individuales para ciertos victimarios sin las contraprestaciones adecuadas. En 
este orden de ideas no hay una contraprestación clara y las subvenciones son 
completamente irrisorias si se comparan con un proceso normal. 
 
La ley no incluye inhabilidades políticas temporales, ni inhabilidades para formar 
parte de la Fuerza Pública o de otros cuerpos armados oficiales, para los 
desmovilizados de los grupos armados ilegales que hayan cometido crímenes. 
Siendo estas inhabilidades consagradas como penas dentro de la Legislación 
penal Colombiana para delincuentes que no pertenezcan a los grupos 
organizados al margen de la ley4. 
 
A que costo se puede lograr una paz duradera en un entorno de buen gobierno, 
democracia, estado de derecho y respeto de los derechos humanos, y la 
reconciliación nacional. Al costo de imponer un marco jurídico que no es integral 
para el proceso de desarme, desmovilización y reintegración de los grupos 
armados ilegales en el que no se reconozcan y garanticen plenamente los 
derechos a la verdad y la justicia. Ese marco debe reconocer el principio que las 
personas acusadas de violaciones y abusos de los derechos humanos no 
 
4  La pena alternativa no solo es alternativa en la imposición de una pena mínima contra 
los delitos cometidos por los miembros de las Autodefensas, si no que no reglamenta los 
casos de las inhabilidades contemplados en la Justicia Penal Ordinaria, derivándose un 
problema social que no se esta previendo. Aplicación de información: Recomendaciones 







pueden gozar de inmunidad. 
 
El quid es que si un miembro activo de un grupo al margen de la Ley admite 
ciertos delitos, entonces recibe los beneficios de la ley, esto es no recibir la pena 
ordinaria del código penal (por ejemplo, 60 años por masacres y secuestros) sino 
una "pena alternativa", que no podrá ser en ningún caso superior a ocho años, 
sin importar en cuántos hechos punibles haya participado. De manera que como 
dice un artículo del importante periódico “The New York Times“ la Ley debe 


















                                                                                                                                                    
 
5 SULZBERGER, Arthur Ochs. Articulo Editorial “La capitulacionde Colombia” Revista 








2. FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 
 
 
¿Cuáles son los efectos penales de la ley 975 de 2005 con respecto a la 







La ley no logra reunir los elementos esenciales aconsejables para establecer una 
justicia tradicional que, en aras de ser un instrumento de paz sostenible, prevea 
incentivos y ofrezca beneficios para que los grupos armados ilegales se 
desmovilicen y cesen sus hostilidades, a la vez que garantice adecuadamente la 
obediencia de la normatividad penal desde el punto de vista del cumplimiento de 
penas. 
 
La ausencia en la ley de referencias al conflicto armado interno y al derecho 
internacional humanitario hace que no existan fronteras claras respecto al tipo de 
delitos que podrían ser cobijados por la llamada pena alternativa. Esta falta de 
contexto y claridad normativa puede dejar impunes delitos cometidos por estos 
grupos al margen de la Ley. Cabe anotar que la historia de Colombia demuestra 
el grado de gravedad de los hechos punibles que se han cometido. 
 
El establecimiento de la verdad de lo sucedido, la búsqueda seria de una medida 






frente a las víctimas, y la reparación del daño causado, puede quedar en un 
vacío jurídico puesto que los delitos no son directamente proporcionales con las 
penas alternativas que contemplan la Ley. 
 
Si se contempla desde el punto de vista social no se cuenta el establecimiento de 
la verdad histórica sobre lo sucedido durante las últimas décadas del conflicto y 
sobre estos pilares concentrarse no solo en establecer incentivos para que los 
desmovilizados confiesen sino que el mecanismo establecido constituya garantía 
de que los crímenes perpetrados sean debidamente esclarecidos y, por lo tanto, 
en muchos de ellos se conozcan los hechos y los autores para que no gocen de 
impunidad y que los hechos comprobados en los respectivos procesos se 
apliquen penas coherentes. 
 
La ley crea la Unidad Nacional de Fiscalía para la Justicia y La Paz pero no 
poseen los elementos necesarios para afrontar con perspectivas realistas de 
efectividad la tarea de esclarecer judicialmente las miles de masacres, 
ejecuciones selectivas, desapariciones forzadas, secuestros, torturas y graves 
daños a la integridad personal, desplazamientos forzados y usurpación de tierras, 
entre otros crímenes, cometidos por varios miles de desmovilizados durante los 
largos años en que las estructuras de grupos al margen de la Ley han mantenido 
su vigencia en Colombia. No se aplican penas coherentes y tampoco se aporta la 
verdad a la historia del país. 
 
Así mismo, frente a la gravedad y la complejidad de los crímenes perpetrados, 
los cortos plazos y etapas procésales previstos en los mecanismos legales para 
la investigación y el juzgamiento de los desmovilizados que se acojan a los 
beneficios de la ley, tampoco ofrecen una alternativa realista para establecer las 
responsabilidades individuales en toda su extensión, entonces las penas 






investigación de hechos tan graves requiere de procesos con plazos más amplios 
y de mayor actividad procesal y es posible que también una mano dura frente a 






































La importancia de este trabajo monográfico  radica en la problemática social y 
jurídica que con esta nueva Ley ha surgido. La necesidad de mostrar al mundo 
que posiblemente con la aprobación por el Congreso de una ley se garantiza una 
amplia impunidad a los grupos organizados al margen de la Ley. El procedimiento 
a seguir no garantizar un verdadero hallazgo de la verdad y los delitos no serán 
castigados, o si lo son serán someramente. 
 
Conocida originalmente como “Alternatividad Penal” la ley fue rebautizada con el 
nombre menos explícito, pero más implícito ideológicamente: “Justicia y Paz”6.  
 
Su aprobación fue dejando un alo de sinsabores, no sólo para el sistema legal 
colombiano, sino para toda su historia de Colombia cargada de injusticias, guerras 
y violencia, ya que sirve para silenciar las palabras de las víctimas. En 
circunstancias en las que las víctimas del país y sus testimonios han sido 
efectivamente excluidos por completo del proceso judicial. Si conociéramos de 
cerca todos los casos ni el mismo Congreso llevaría en sus manos la carga de 
sancionar leyes que a la luz de la Justicia los mismos coasociados marcan de 
insuficiente y con rasgos de permitir la impunidad. 
 
El temor que no solo los Colombianos sienten, internacionalmente también se 
critica, que esa ley ''otorgue legitimidad internacional'' a una desmovilización que, 
no respeta los principios básicos de verdad, justicia, reparación para las víctimas, 
 







procedibilidad clara y penas ajustables a los delitos que se juzgan7. 
 
Un período de encarcelamiento no mayor de 8 años8, la sentencia real podría ser 
reducida sobre la base de la contribución de los beneficiarios para lograr la paz 
nacional, y por su colaboración con la justicia. Esta medida arbitraria y subjetiva 
posibilita que personas con la mayor culpabilidad en el crimen, personas que 
pueden manipular y controlar la apariencia de contribución o colaboración porque 
poseen el mayor volumen de información, puedan gozar del beneficio de las 
sentencias menos severas. Si llevamos a la practica lo que anteriormente 
expusimos es posible que una persona que lleve mucho tiempo pertenecido a los 
paramilitares ofrezca información de crímenes perpretados por él mismo pero 
imputándoselo a los demás, eso posibilita una rebaja de penas, que los delitos 
queden impunes y que la verdad procesal nunca se encuentre. 
 
En este orden de ideas el trabajo investigativo pretende consolidar la postura de la 
mayoría de conciudadanos y la opinión pública internacional: la Ley de Justicia y 
Paz tiene demasiados vacíos y no es un instrumento capas de castigar los delitos 








                                                 
7 PORLACK Marcelo, secretario Internacional de Amnistía Internacional. Colombia ni 
justicia ni paz. La ley de Justicia y Paz, desmovilización de los paramilitares. Amnistía 
Internacional. Documentos Importantes. Marzo de 2005. www.amnistiainternacional.org  














Profundizar sobre la Ley de Justicia y Paz frente a la Justicia Penal Ordinaria 
enfocado a la imposición de penas, realizando una comparación entre ellas, para 






- Analizar la Ley de Justicia y Paz enfocado desde la perspectiva del 
Derecho Penal en el punto de la imposición penas. 
 
- Establecer un parangón entre la Ley Penal Ordinaria y la Ley de Justicia y 
Paz para observar si esta última se queda corta en la imposición de penas 
a los delitos cometidos por los paramilitares. 
 
- Ubicar históricamente el conflicto interno de Colombia, conocer sus 
antecedentes con el fin de comprobar si las penas impuestas son un 
mecanismo para una efectiva sanción. 
 
- Estudiar las estadísticas de los hechos punibles en la última década para 
conocer cuales fueron cometidos por los grupos al margen de la Ley, en el 







- Examinar la ley de Justicia y Paz en el contexto social para determinar el 
































                                                
 
CAPITULO II. 
ANTECEDENTES HISTÓRICOS Y SOCIOLÓGICOS. 
 
1. ANTECEDENTES HISTÓRICOS 
 
 
1.1 ANTECEDENTES DE PROCESOS DE PAZ EN COLOMBIA 
 
 
En los últimos 20 años de procesos de paz, el país se ha debatido en una de las 
guerras más violentas que nos ha dejado una disminución entre las filas del 
ejercito y una cantidad escandalosa de bajas civiles, pero también ha saboreado la 
victoria cuando los violentos han pasado del campo de batalla a la plaza pública y 
de los fusiles a las urnas.  
 
En 1982, el entonces presidente, Belisario Betancur, anunciaba el diálogo 
nacional, la amnistía y la creación de una comisión de paz para lograr acuerdos 
con la guerrilla del M-19. Esa fue luz de esperanza para la mayoría del pueblo 
colombiano cansado de tanta intimidación y violencia empañando el futuro del 
País.9
 
Este grupo armado se había tomado la embajada dominicana, el 27 de febrero de 
1980, justo cuando se encontraba en la sede gran parte del cuerpo diplomático 
colombiano; no hay colombiano que no recuerde las imágenes que nos 
presentaban los noticieros en donde una mujer de baja estatura se enfrentaba al 
 
9  PALACIOS Camilo, Historia del Conflicto. Pagina Web: www.unidosporcolombia  .com 






ejercito y la policía10. El Movimiento 19 de Abril, fortalecido ante la opinión pública 
por el escándalo de la toma, señalaba que su lucha era por Colombia y que no 
creían en la posibilidad de la amnistía propuesta por Belisario Betancur y alegaban 
la falta de espacios de participación política. En ese momento aunque el Estado 
contaba con buenas intenciones no se adelanto nada frente a la negociación11. 
 
Sin embargo, Betancur e Iván Marino Ospina, comandante del Movimiento 19 de 
Abril asistieron a un histórico encuentro de negociación en Madrid. Pero después, 
los colombianos vieron como la propuesta del gobierno no fue lo bastante seria 
para el grupo armado y no se materializo el convenio, pues, a pesar de los buenos 
propósitos de las comisiones especiales no se avanzó en el sentido correcto y la 
responsabilidad del gobierno se diluyo entre tantos grupos de conversación.12  
 
Pero no todo se perdió, por el contrario. Las acciones de Betancur abonaron el 
terreno para que durante el gobierno de Virgilio Barco, a partir de 1986, se hicieran 
los primeros contactos con el Ejercito Popular de Liberación, el Partido 
Revolucionario de los Trabajadores, y el Quintín Lame13. Para 1991 el Partido 
Revolucionario de los Trabajadores  y el Quintín Lame acordaban su 
desmovilización.  
 
En 1982 una amnistía general a favor de los insurgentes dio paso a una tregua 
con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, el Movimiento 19 de Abril 
y el Ejercito Popular de Liberación; luego, durante la segunda mitad de los años 
                                                 
10  GRILLO Andres Escritor revista Semana. Toma del Palacio de Justicia. Pagina web: 
www.colombialink.com , redacción para internet. 
11 VINCENTI, Francesco, “Una Hipótesis sobre las razones del conflicto en Colombia, y 
una visión compartida de escenarios futuros”, Revista Fuerzas Armadas de Colombia, Junio 
2001. 
12  El Espectador. Redacción en Internet. La toma del palacio de Justicia veinte años 
después.2005-11-06.www.univalle.com.edu






ochenta se intensificaron los enfrentamientos y en 1987 los seis movimientos 
armados existentes conformaron la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar14; pero 
su efecto no fue sólo de mayor contundencia militar sino que a su seno discutió la 
solución negociada de la guerra, intentó la interlocución conjunta15. 
 
Ante las posiciones discordantes se produjeron las conversaciones de manera 
escalonada: en 1990 el acuerdo de paz con el Movimiento 19 de Abril16, en 1991 
los acuerdos de paz conjuntos con el Ejercito Popular de Liberación, el Partido 
Revolucionario de los Trabajadores  y el Movimiento Armado Quintín Lame  y se 
adelantaron diálogos con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia y el 
Ejercito de Liberación Nacional  y luego, en 1994, se convino la paz con la CRS  
sector escindido del Ejercito de Liberación Nacional - y con tres movimientos de 
milicias urbanas y con posterioridad se suman a los pactos de paz algunos frentes 
rurales disidentes o residuales de varios de los anteriores movimientos. 17
INICIO 
 
1.1.1. Proceso de Paz con el Movimiento Armado Quintín Lame 
 
 
El 27 de Mayo de 1991 se firmo un acuerdo siendo la culminación del proceso de 
negociaciones directas iniciadas el 26 de Junio de 1990 entre la Consejería para la 
Paz en representación del Gobierno Nacional y el Movimiento Armado Quintín 
                                                 
14 MANRIQUE, Alejandro. ¿Por qué un caso de estudio? La desmovilización de las 
Autodefensas: un caso de estudio. Catedra Honrad Adenauder de Comunicación y 
Democracia. Año 2004. Pontificia Universidad Javeriana y la Honrad Adenauer Stiftung. 
Pag. 9 
15 ARENAS, Jacobo. Cese al fuego, Editorial Oveja Negra. Bogotá, 1985. 185 pag. 
16 PINZÓN Rueda, Carmen Cecilia. El comportamiento de los medios de comunicación 
frente a la toma del Palacio de Justicia. Bogotá, Colombia, 1988. 156 p 
17 CASTRO Caycedo, Germán. Del ELN al M-19: Once años de lucha guerrillera. Bogotá, 






                                                
Lame18, en el entendido de que él constituyo un aporte decisivo a la cimentación 
de la tolerancia política y facilito el tránsito hacia una fase de ampliación de la 
democracia participativa, que tiene en la Asamblea Nacional Constituyente el 
escenario extraordinario para convenir nuestro destino como nación civilizada 
políticamente.19
 
El acuerdo tubo como base principal el establecimiento de mecanismos bilaterales 
para el estudio de las obras de desarrollo que beneficiaran a las comunidades 
indígenas del Cauca donde tenia presencia armada el Quintín Lame. Se pactaron 
también comisiones bilaterales para preparar anticipadamente el proceso de 
reinserción productiva de los miembros de dicho movimiento. 
 
Como consecuencia de ese proceso negociado de paz y de la dejación de las 
armas, de la decisión de reintegrarse a la vida ciudadana y de participar 
plenamente en la vida democrática nacional, el Gobierno concedió las siguientes 
garantías: La extinción de la acción penal y de la pena previstas en el Decreto 213 
del 22 de enero de 1991 para todos los miembros de esta organización guerrillera, 
siempre y cuando se trate de delitos políticos o en conexidad con ellos y conforme 
a las exigencias y requisitos previstos en el Decreto. Entregando el Gobierno el 31 
de mayo un salvoconducto a cada uno de los miembros del Quintín Lame por los 
delitos consagrados en el Decreto 213 del 22 de enero de 1991.20
 
Se tuvo en cuenta que este movimiento estaba integrado básicamente por 
indígenas, que no ostentaban inscripción del registro civil de nacimiento, 
 
18 TELLO, Piedad l. Vida y Lucha de Manuel Quintín Lame. Tesi de Grado departamento 
de Antropología, Universidad de los Andes, Bogotá, 1983.114 pag. 
19  Banco de Violencia Política Cinep - Justicia y Paz, en "Balance de la Violencia Política 
en 1999, La degradación del caso colombiano", N.46, Enero - Abril de 2000, Bogotá. D.C. 
20  EMANUELSSON Dick www.profesionalespcm.org El caso del Movimiento Armado 






                                                
adquisición de la cédula de ciudadanía, la libreta militar y el certificado judicial, por 
tal motivo una de las garantías era la de facilitar el proceso de obtención de dichos 
documentos. 
 
El Gobierno les otorgo un auxilio mensual de subsistencia para todos los 
miembros de la organización al margen de la ley por la suma de doce (12) 
millones de pesos mensuales por un término de seis (6) meses y servicio de salud 
integral durante seis (6) meses. También asistencia psicosocial si era 
indispensable21. 
 
Entre otras fueron esas las garantías que se firmaron mediante el acuerdo y que 
sellaron de una vez por todas los enfrentamientos en la zona Norte del 
Autodefensas Unidas de Colombia y sur del Huila donde el Movimiento Armado 
tenia su centro operacional, y donde la población civil llevo por muchos años el 
peso de la insurgencia por la violencia, los ataques e intimidaciones. 
 
Se fundamento el acuerdo con el Propósito de la Reinserción de los participantes 
en el Movimiento Armado Quintín Lame a la vida política, económica y social del 
país, constituyendo un acto de reconciliación política dirigido a validar la 
convivencia democrática y el deseo de una sociedad más justa y equitativa, regida 
por la tolerancia y las oportunidades para la participación individual. De esta 
manera y con objetivos claros por fin para esa década y con este grupo armado se 
pudo lograr la reinserción.22
 
El éxito de la reinserción fue un esfuerzo conjunto del Gobierno, la sociedad en 
 
21 Ministerio del Interior y Justicia. Programa para la Reincorporación ala vida Civil de 
Personas y Grupos Alzados en Armas La Historia de Colombia y sus proceso de Paz. 
www.mininteriorjusticia.gov.co  







general y de la organización guerrillera y sobre todo de la convicción con que cada 
excombatiente asumió el compromiso de su reinserción. El país entendió que la 
reincorporación no es solo un asunto del estado sino de la sociedad en general. 
Que se necesitó de la ayuda del sector privado y sobre todo de un cambio de 
actitud de las personas frente al exguerrillero que quiere dejar sus armas. 
INICIO 
 
1.1.2. Proceso de Paz con el Movimiento 19 de Abril 
 
 
El 13 de junio de 1953, el General Gustavo Rojas Pinilla propinó al gobierno 
conservador de Laureano Gómez un golpe de estado el único que tuvo éxito en el 
siglo XX23. Tras muchas incidencias, Rojas renunció al poder el 10 de mayo de 
1957 y se instauró una junta militar como gobierno de transición. Los dos partidos 
políticos dominantes (liberal y conservador) crearon una coalición llamada Frente 
Nacional24 con la idea de terminar con la violencia bipartidista que azotaba al 
país25. De esta manera, también pretendían garantizar su alternancia en el poder y 
el reparto de los cargos burocráticos por partes iguales. 
 
Tras renunciar, Rojas viajó a República Dominicana. Regresó a Colombia en 1962 
                                                 
23 PEÑA, Isaias. La Literatura del Frente Nacional. Revista Mosaico2. Bogotá. Vol. 1 Nº 1. 
Septiembre- Diciembre 1984. 
24 Pacto de Benidorm. Declaración de los señores Laureano Gómez y Alberto Lleras sobre 
la política colombiana, hecha en Benidorm, España, el 24 de Julio de 1956. Historia de 
Colombia Vol. III Editorial Plantea Colombia Editorial S.A.1989. Pag.166. 
25 “Con la instauración del frente nacional en 1958 se cierra un ciclo en la historia política 
colombiana, se redefinen las estrategias de dominación, pero se multiplican también las 
fuerzas contestatarias de los que sin mayores precisiones empezó a denominarse como el 
sistema… heroicamente concebido como una aislada negociación de la violencia, en su 
practica el frente nacional inauguraba un nueva fase de la misma”. Nueva Historia de 






                                                
y fundó la Alianza Nacional Popular26, movimiento político con el cual se presentó 
a las elecciones de ese año en las que obtuvo el cuarto lugar. 
 
En 1970 Rojas se había transformado en un caudillo populista con gran arraigo 
entre la población colombiana y se presentó a las elecciones presidenciales del 19 
de abril de 1970, enfrentándose al candidato del Frente Nacional Misael Pastrana 
Borrero. Las elecciones resultaron bastante reñidas y el resultado oficial fue de 
1.625.025 votos por Pastrana y 1.561.468 votos por Rojas. De esta manera la 
Corte Electoral proclamó a Pastrana como presidente para el periodo 1970-1974.27
 
Sin embargo, Rojas y sus partidarios siempre acusaron de fraudulentas estas 
elecciones y muchos testimonios de personas prestantes dentro de la política y las 
fuerzas armadas de la época parecen dar visos de verdad a dicho reclamo. 
 
Como consecuencia de este supuesto fraude electoral en 1974, Jaime Bateman 
un exmilitante de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de  Colombia, Carlos 
Toledo Plata representante del grupo socialista de la ANAPO y otros más, 
conformaron el M-19; grupo que desde el comienzo realizó actividades bastante 
notables a la luz pública, como el robo de la espada de Simón Bolívar en la toma 
de la Quinta de Bolívar realizada el 17 de enero de 1974 proclamando: Bolivar, tu 





26 URAN, Carlos H. Rojas y la Manipulación del Poder. Bogotá, Carlos Valencia editores, 
1983. 120 pag. 
27 CASTRO Caycedo German. Colombia Amarga. Editorial Planeta. Edición 6. Bogota 
D.C. 2000 259 Pág. 
28 Conferencia pronunciada por Alberto Pinzón Sánchez en el Instituto Iberoamericano de 






                                                
En febrero de 1976 secuestraron al dirigente sindical José Raquel Mercado, quien 
era el presidente de la Confederación de Trabajadores de Colombia (CTC) y el 19 
de abril de 1976 le dieron muerte en un hecho que conmocionó al país29. 
 
Desde una residencia construyeron un túnel de más de 80 metros que salía a la 
guarnición militar del Cantón Norte en Usaquén y el 31 de diciembre de 1978 
sustrajeron más de cinco mil armas. Este hecho provocó una ola de represión por 
parte de las autoridades gubernamentales30. 
 
El 27 de febrero de 1980 un grupo de doce guerrilleros del M-19 al mando de 
Rosemberg Pabón, quien recibía el nombre de Comandante Uno, tomaron la 
Embajada de la República Dominicana. Entre los rehenes habían representantes 
diplomáticos de varios países, incluyendo al embajador de Estados Unidos Diego 
Ascencio y el Nuncio Apostólico31.  
 
El M-19 pedía la liberación de cerca de 320 hombres que se encontraban 
prisioneros y una cantidad elevada de dinero para liberar a los rehenes, después 
de 61 días y luego de un prolongado proceso de negociación, el comando 
guerrillero entregó los diplomáticos retenidos y viajó en un avión a Cuba.32
 
Durante el gobierno de Belisario Betancur, Bateman por entonces dirigente 
 
29 Esa siniestra facilidad para morir. Violación a los Derechos Humanos de los 
Trabajadores Sindicalizados en Colombia. 1996-2000. En: Cuaderno de Derechos 
Humanos Nª11. escuale Nacional Sindical, Abril 2001. 11 pag.  
30 URIBE RESTREPO Fernando. El vía crucis de la Justicia. Impreseñal Cia. LKtda. Quito, 
1992.120pag. 
31 SALINAS CAÑAS Sergio Fernando. M-19: Desde la montaña al parlamento. Preguntas 
y consultas con Sergio Salinas. Director de Cuadernos de Trabajo de la Corporación Tercer 
Milenio. 1997 
32 GÓMEZ ROMERO Ana. Biografía de Jaime Bateman Cayón http: 
www.lablaa.org/blaavirtual/biografias/batejaim.htm Edición en la biblioteca virtual Luis 






                                                
máximo del M-19, propuso al gobierno celebrar una reunión en Panamá con el 
propósito de adelantar diálogos que permitieran solucionar el conflicto. Sin 
embargo, Bateman murió el 28 de abril de 1983 en un accidente de aviación, al 
parecer mientras se dirigía a Panamá y las negociaciones se suspendieron.33
 
El día 6 de noviembre de 1985 un comando del M-19 compuesto por 35 
guerrilleros al mando del comandante Andrés Almarales, ocupó militarmente el 
Palacio de Justicia en plena Plaza de Bolívar, tomando rehenes y exigiendo que 
se citase al Presidente a juicio.  
 
La sucesiva reacción del ejército provocó una confrontación armada, en medio de 
la cual cayeron la mayoría de los miembros del comando guerrillero y otras 53 
personas civiles estas cifras no han sido confirmadas, incluyendo a varios 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia34, debido al fuego cruzado 
indiscriminado entre las partes como consecuencia de la acción militar, en lo que 
podría considerarse como una masacre.  
 
Los hechos que ocurrieron en esas horas funestas para la historia de Colombia, 
aún hoy continúan sin ser esclarecidos totalmente ya que de una y otra parte se 
siguen lanzando acusaciones cada vez que se reviven estos episodios. 
 
Los miembros del M-19 han dicho en varias oportunidades que el ejército 
deliberadamente sacrificó a muchas personas, mientras que el ejército y otros 
sectores de la política nacional consideran que ante las pretensiones declaradas 
por el M-19 durante la toma no era posible negociar una salida que no arrastrase a 
 
33 Op. Cit. 20. Pag. 18 
34 ESPINOSA VALDERRAMA Abdon. “Una de las más notables Cortes Supremas de 






                                                
una humillación estatal35. 
 
El gobierno y el M-19 el 3 de abril de 1989 instalaron la Mesa de Trabajo para 
llegar a acuerdos políticos concertados a favor de la democracia. Pero las 
posibilidad de que las negociaciones se materializaran eran empañadas con 
frecuencia por los ataques de ese grupo insurgente al campamento de Santo 
Domingo y los constantes enfrentamientos del Huila. Para el 5 de octubre de 1989, 
227 delegados del M-19 aprobaron la decisión de dejar las armas y fundar un 
partido político, con la candidatura de Carlos Pizarro36.  
 
A raíz del Pacto Político con el M 19, en 1989 se expidió la ley 77 que autorizó al 
presidente a conceder amnistías e indultos a los rebeldes que lo solicitaran en el 
contexto de la reincorporación a la vida civil, conseguida en un proceso de paz con 
el Gobierno nacional.  
 
La ley benefició con autos inhibitorios, cesación de procesos y perdón de las 
penas, en relación con los delitos políticos tipificados en el Código Penal, la 
rebelión, la sedición y la asonada y los delitos conexos con los anteriores. Se 
excluyó de este beneficio jurídico a los homicidios fuera de combate, con sevicia, o 
con la víctima en estado de indefensión, o ante actos de "ferocidad y barbarie".  
 
Posteriormente, se expidió el Decreto número 0206 de 1990 que reglamentó los 
mecanismos, estableciendo las pautas de solicitud y los procedimientos que el 
Ministerio de Justicia y los tribunales de justicia deberían asumir. 
 
 
35 Op. Cit. 34 Pag.25. 
36 ZULUAGA Jaime. De Guerrillas a movimientos Políticos. Análisis de la experiencia 
colombiana: el caso del M19. Citado por Ricardo Peñaranda y Javier Guerrero 








Lo que se les otorgó, básicamente, cuando se firmo el acuerdo de paz fue que en 
su reinserción a la vida civil podían participar activamente en la vida política 
nacional; de ahí que uno de los presidente de la Asamblea Constitucional fuera 
Antonio Navarro Wolf uno de los dirigentes del grupo después del homicidio de 
Carlos Pizarro37. 
 
Para promover la incorporación a la vida civil de los guerrilleros y su avance de la 
lucha armada a la vida política, se comprometieron a respaldar el establecimiento, 
por una sola vez, de una Circunscripción Especial de Paz para partidos políticos 




1.1.3 Acuerdo de Paz con el Ejercito Popular de Liberación 
 
 
El Ejercito Popular de Liberación se creó a partir de tendencias maoistas en 1968, 
localizado en la región occidental de la Costa Atlántica, expandiendo luego su 
acción hacia otras regiones, teniendo particular incidencia en la zona bananera de 
Urabá, donde el auge de las exportaciones de la fruta creó un fuerte conflicto 
social que sirvió de base para su creación.38  
 
Durante el gobierno de César Gaviria, el Ejercito Popular de Liberación fue la 
contraparte en un proceso de paz en el que se olvidó el modelo de negociación 
                                                 
37 RODRIGUEZ r. Libardo. Nueva Estructura del Poder Público en Colombia. Temis . 
Bogotá 1995. 0 pag. 
38 PIZARRO LEONGÓMEZ Eduardo. Una democracia asediada: Balance y perspectivas 







                                                
restringida de Barco y se instauró una Comisión de Notables con tutoría de la 
Iglesia Católica39.  
 
Después de establecer el proceso de paz y que uno y otro estuvieran de acuerdo 
con los presupuestos para el acuerdo el Ejercito Popular de Liberación se 
desmovilizó en el año de 1991 en el norte del Chocó. Desde ese día el Ejército de 
Popular de Liberación transformó sus siglas en Esperanza, Paz y Libertad.40  
 
Uno de los efectos más importantes de este acuerdo fue la creación de la 
Comisión de Superación de la Violencia41. Se integró con personas de reconocida 
trayectoria académica y en el campo de los derechos humanos designadas por 
consenso en la comisión bilateral Gobierno y Ejercito Popular de Liberación. Esta 
Comisión Trabajó durante seis meses con autonomía, contó con un equipo de 
apoyo y se desplazó hacia distintas regiones.  
 
Entre sus objetivos estaba realizar diagnósticos, prestar atención al tema del 
paramilitarismo, ejecutar talleres y foros en la perspectiva de recuperar los 
derechos humanos y la convivencia democrática, tratar problemáticas existentes y 
entregar un informe que presentó recomendaciones del orden nacional y regional.  
 
El Acuerdo de Paz final con el Movimiento Armado Quintín Lame respaldó esta 
comisión y vinculó las regiones y las comunidades indígenas de su influjo. 
 
39 CABEZA ESPINEL Luis Alberto Trabajo Catedrático Universitario Sociólogo 
Investigador Social. Director Ejecutivo Regional Corporación Nuevo Arco Iris. 
betocabeza@hotmail.com 
40 PIZARRO LEONGÓMEZ Eduardo. Una democracia asediada: Balance y perspectivas 
del conflicto armado en Colombia. Editorial Planeta Bogota Pág. 176. 2004 
41 Información extraída de la base de datos de la Fundación Ideas para la Paz resultante de 
la primera fase del proyecto "Sistematización de la información de los procesos de Paz en 
Colombia", Coordinadora: Andrea Padilla. Miembros del Equipo de trabajo: Angélica 







El informe de la Comisión reconoció el aporte de las negociaciones de paz por la 
superación de la violencia, pero advirtió que su alcance era reducido si no se 
acompañaba de estrategias y acciones diversas desde el Estado y las autoridades 
de distinto orden.  
 
Demandó compromisos con las guerrillas no comprometidas en estos acuerdos, el 
tratamiento del narcotráfico, la disolución de los paramilitares y la terminación de 
las actuaciones ilegales de los agentes estatales.  
 
Dentro de las principales conclusiones propuso una metodología para fortalecer la 
participación de la sociedad civil en la resolución de conflictos y la búsqueda de la 
paz. 
 
Las recomendaciones incluyeron políticas para detener a los restantes actores 
organizados de la violencia, mantener las conversaciones de paz con los 
movimientos guerrilleros activos, a pesar de los hechos de guerra. 
 
También se propuso erradicar y sustituir cultivos ilegales, garantizando 
condiciones de vida viables al campesinado, desechando productos que 
perjudicaran el ecosistema o la salud humana, evitando la violencia contra los 
campesinos y los indígenas cultivadores. 
 
Las recomendaciones en derechos humanos demandaron superar la ineficacia y 
la impunidad mediante una justicia garantista y civilista, y superar la interpretación 







Los resultados de la Comisión de Superación de la Violencia42 fueron entregados 
al Gobierno Nacional, a los voceros nacionales del Ejercito Popular de Liberación 
y del Quintín Lame y publicados. Sin embargo, nunca hubo una respuesta oficial y 
las recomendaciones como tal no fueron adoptadas por el Gobierno nacional. 
Dentro de sus conclusiones la Comisión de Superación de la Violencia propuso 
crear una comisión de esclarecimiento con relación a la problemática de derechos 
humanos y derecho humanitario, en el contexto del proceso de paz, esta fue la 
única recomendación tomada en cuenta para mucho mas adelante, en procesos 
de paz post creación de la Comisión. 
 
El acuerdo además sembró la semilla de la democracia permitiendo que los 
participantes en el Movimiento Armado pudieran acceder a la política y fueran 
protagonistas de la misma desde el Movimiento Político Esperanza, Paz y 
Libertad. 
 
Una fracción, minoritaria, no reconoció los acuerdos y bajo la dirección de 
Francisco Caraballo continuó en el grupo insurgente. Varios de los miembros 
desmovilizados del Ejercito Popular de Liberación han sido víctimas de ataques 
tanto por parte de grupos paramilitares como por parte de otros guerrilleros de las 
Fuerzas Armadas revolucionarias de Colombia, quienes desde su perspectiva los 




                                                 
42 Comisión de Superación de la Violencia. Pacificar la Paz, lo que no se ha negociado en 
los acuerdos de paz. EIPRI-CINEP. Bogotá, 1992. 
43 LEAL BRUITRAGO, Francisco. El Estado colombiano: ¿Crisis de Modernización o 
Modernización Incompleta?, Colombia Hoy: Perspectivas hacia el Siglo XXI, 15 Ed. 







                                                
1.1.4. Proceso de paz con la Fuerzas Armadas revolucionarias de Colombia 
Ejercito del Pueblo. 
 
 
“Hemos intentado con persistencia encontrar las vías que os lleven a la paz 
democrática, a la paz de la justicia social por las vías políticas pacificas y cada vez 
nos hemos tropezado con la violenta oposición de la oligarquía militarizada, que 
esgrime la fuerza y el terror como  única alternativa para quienes no comparten la 
política del régimen o se distancian de el”44. Uno de los objetivos que los 
colombianos pretenden y que incluso los alzados en armas ven como un futuro 
alentador. Este es uno de los círculos de la historia colombiana que no se ha 
podido cerrar y en donde no se ha dicho la ultima palabra. 
 
Después del asesinato del caudillo liberal Jorge Eliécer Gaitán45, el 9 de Abril de 
1948, la violencia oficial se generaliza en todo el país las organizaciones obreras y 
populares son prácticamente aniquiladas y las masacres en las poblaciones de 
influencia liberal y comunista se multiplican. Frente a estos hechos el partido 
comunista lanza, el siete de Noviembre de 1949, su consigna de autodefensa de 
masa, la cual: “recogía la tradición de las luchas agrarias colombianas desde los 
años veinte, con baluartes como la región del Tequendama y la Provincia de 
Sumapáz (zonas de influencia del partido comunista), a la vez que aprovechaba la 
lección del movimiento obrero europeo en diversas coyunturas pero especialmente 
en el periodo de preparación del fascismo para el asalto al poder”.46
 
 
44 Declaración política. Octava Conferencia Nacional de las Fuerzas Armadas de Colombia 
Ejercito del Pueblo. Mayo de 1994. www.farcong.com  
45 GAITAN Gloria. Jorge Eliécer Gaitan 1903-1948 Bogotá. Editorial Ancora 
Panamericana. 2002. Pag. 15. 
46 Guerrilla y Orden Público. Nueva Historia de Colombia. Vol. II. Planeta Colombiana 






                                                
El nueve de Noviembre de 1949, el presidente Mariano Ospina Pérez (1946-
1950)47, declara alterado el orden público e impone el Estado de sitio en todo el 
país. El partido liberal, que decide no participar en las elecciones, impulsa para el 
veintisiete de noviembre un paro cívico general, pero se decide por una huelga 
pacífica. 
 
En el marco de estos acontecimientos, el capitán Alfredo Silva, comandante de la 
base aérea de Apiay, se toma Villavicencio48 que es seguida por la toma armada 
de Puerto López, dirigida por Eliseo Velásquez. En Santander, un grupo de 
hombres armados al mando de Rafael Rangel, ocupa la población de San Vicente 
de Chucurí, el mismo día en que se realizaron las elecciones. 
 
A partir de este momento la resistencia armada se generaliza en diferentes 
regiones del país: en los Llanos Orientales junto a núcleos guerrilleros (liberales) 
constituidos por grupos de hermanos, como “los parra”, “los Bautista”, “los 
Fonseca”, “los Villamil”, “ Los Calderon”, emergen figuras individuales como Eliseo 
Velásquez, Eduardo Franco Isaza, Guadalupe Salcedo y otros dirigentes. 
 
En el suroeste antioqueño el símbolo de la resistencia es Juan de Jesus Franco. 
En el sur de Córdoba, actúa Julio Guerra y en el noroeste de Cundinamarca, Saúl 
Fajardo, mientras que en el Sur del Tolima, se conforman dos vertientes una 
liberal, comandada por los hermanos “Loaiza“, José María Oviedo “Mariachi” y otra 
comunista, liderada por Isauro Yosa “Mayor Lister” y Jacobo Prías Alape “Charro 
Negro”, en la cual combatía, Manuel Marulanda Veléz “Tirofijo”49. 
 
 
47 LOZANO, Miguel Ángel. Bipartidismo y Poder económico en Colombia. Una biografía 
de Mariano Ospina Perez. Documentos Biblioteca Universidad Nacional. 
48 Capital del Departamento del Meta. 
49 ALAPE Antonio. Las vidas de Pedro Antonio Marín Manuel Marulanda Velez. Editorial 






                                                
El Golpe de Estado50 de Rojas Pinilla, el 13 de Junio de 1953, inaugura una nueva 
etapa de lucha en el país. Rojas ceso los operativos militares y prometió conceder 
amnistía a los guerrilleros, que hicieran entrega de sus armas. El llamado de Rojas 
fue escuchado y entre Junio y Noviembre de 1953 los combatiente del Llano, 
Antioquia y Santander, influenciados por el partido Liberal, depusieron las armas. 
Esta “paz” ofrecida por el general Rojas fue prácticamente una exigencia de 
rendición incondicional hecha sobre la base de promesas que nunca cumplieron. 
Muchos de los guerrilleros desmovilizados, como Guadalupe Salcedo, cayeron 
asesinados51. 
 
Por su parte las guerrillas de Cundinamarca y Tolima, de orientación comunista, 
se niegan a entrar sus armas y al ser hostigados (por el ejército y ex guerrilleros 
liberales) reanudan su lucha. 
 
Una vez lograda la toma de Marquetalia por el ejército, la acciones miliatres se 
dirigieron contra Riochiquito (Cauca) y el Pato (caqueta). Entre tanto, los núcleos 
campesinos que resistieron la agresión se desplazaron en pequeños grupos de 
guerrillas móviles a otras regiones con tradición de lucha y organización agraria, y 
para finales de 1965 fue convocada la Primera Conferencia Guerrillera, en la cual 
se hace un balance de las acciones cumplidas y se precisan planes de acción 
 
50   El regreso de los conservadores al poder en l.946, en medio de fuertes tensiones 
políticas, agudiza viejos enfrentamientos: Jorge Eliécer Gaitán, líder liberal de amplio 
arraigo popular, es asesinado en l.948, cuando se celebraba en Bogotá la Conferencia 
Panamericana que dio origen a la O.E.A. Hubo grandes motines urbanos y se desató el 
período de "la Violencia", un quinquenio de barbarie que asoló campos y ciudades. En 
algunas zonas se formaron guerrillas para enfrentar a la Policía. Un golpe de estado 
interrumpió por corto lapso (l.953-58) la larga historia de democracia formal en Colombia. 
El Gobierno Militar obtuvo un armisticio parcial en las luchas campesinas, pero las 
restricciones a la prensa y a la actividad de los partidos llevaron a liberales y conservadores 
a unirse para derrocarlo. www.uniandes.edu.co 







                                                
militar, política, de organización, educación y propaganda, fijando como objetivo 
prioritario la subsistencia del movimiento que pasó a denominarse “Bloque Sur” 
(por estar ubicado en el sur del Tolima, en las confluencias de los departamentos 
del Huila, Valle y Cauca), el cual lo integran destacamentos guerrilleros de 
Riochiquito, Natagaima (26 de septiembre), el Pato, Guayabero y Marquetalia, 
bajo dirección conjunta52. 
 
“A partir de la Segunda Conferencia Guerrillera, efectuada en Abril de 1966, el 
“Bloque Sur” se constituye en Fuerzas Armadas revolucionaria de Colombia, 
planteando la necesidad táctica de expandir la acción de guerra de guerrillas 
móviles a otras áreas del país. Se conforman así, seis núcleos guerrilleros 
comandaos por: Manuel Marulanda Vélez y Jacobo arenas, Rigoberto Lozada 
“Joselo, Carmelo López, Rogelio Díaz, José Jesús Rivas “Cartagena” y Ciro 
Trujillo. Este último, segundo mando del movimiento, concentro todas las fuerzas 
guerrilleras, salvo las de Marulanda y Joselo, en el Quindío, donde fueron 
destacados por le ejercito que las inflingió un duro golpe del cual sólo nos 
repondríamos hasta 1974”53
 
A Partir de este momento y hasta en 1974, ese movimiento vive un proceso de 
crecimiento lento pero continuo. 
 
“Al despuntar la década de 1980, en un ambiente favorecido por el ascenso de las 
fuerzas revolucionarias en Centroamérica y un repunte de las luchas populares en 
el país, nuestro movimiento que, para entonces, se ha regido en una sólida 
organización guerrillera, con una estrategia política y militar hacia la toma del 
 
52 ORTIZ SARMIENTO, Carlos Miguel. Estado y subversión en Colombia. La violencia en 
el Quindío Años 50. Bogotá. CEREC 1989 159 pag. 
53 Quinta Conferencia de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia Ejercito del 







                                                
poder, declara en su séptima (mayo de 1982), su decisión de convertirse en 
ejército del Pueblo, Lo que significa un profundo replanteamiento de nuestro 
accionar militar: por primera vez, desde que surgió en Marquetalia nuestra guerrilla 
revolucionaria, La Séptima Conferencia la dio al movimiento una clara concepción 
operacional y estratégica para un ejército revolucionario, lo que marcó un reajuste 
de todos sus mecanismos de dirección y mando”54. 
 
En los acuerdos de cese al fuego y tregua, el 28 de Marzo de 1984, en los cuales 
las partes firmantes asumían el compromiso de un cese bilateral del fuego, y la 
búsqueda conjunta de una salida política al conflicto55. 
 
“Los diálogos en Caracas, que se iniciaron el tres de Junio de 1991, se llevaron a 
cabo en dos rondas: 
 
En la primera ronda, se abordaron los temas a estudiar, estableciendo la 
posibilidad e pactar un cese del fuego entre la Coordinadora y el ejército. Frente a 
la propuesta de un cese bilateral del fuego, sin condicionamientos previos y con 
mecanismos de veeduría nacional e internacional. El gobierno proponía, siguiendo 
el esquema aplicando con los movimientos desmovilizados, ubicar los frentes 
guerrilleros en áreas geográficas restringidas, negociar las condiciones de 
inserción política, y firmar las condiciones para una desmovilización, como si se 
tratara de un movimiento derrotado. 
 
En la segunda ronda, iniciada después de acordada una suspensión temporal que 
permitiera la realización de consultas por parte de las respectivas comisiones 
negociadoras, nuestro comandante Alfonso Cano, expresa que “ Este Dialogo, y 
 
54 Op. Cit. 53 33 Pag. 
55 GUZMÁN CAMPOS, Germán. “La violencia en Colombia. Parte descriptiva” El 






                                                
los acuerdos a que lleguemos no pueden tener referencia distinta a la convivencia 
pacífica de todos nosotros”, y agrega que “ es inaplazable, para avanzar en este 
objetivo, la revisión de la estrategia y doctrina que orientan la actividad de las 
fuerzas militares y de los mecanismos de seguridad del estado, que liquide la 
concepción del enemigo interno e implante una estrategia sustentada en la 
democracia y la defensa de nuestra soberanía nacional”56
 
Los diálogos en la ciudad e Caracas se ven interrumpidos , en esta segunda etapa 
por la decisión unilateral de l gobierno de suspender las conversaciones, tras el 
atentados que fuera víctima el político liberal Aurelio Iragorri Hormaza57. 
 
Después de cinco meses, las negociaciones se reanudan el diez de Marzo de 
1992 en Tlazcala (México). La Coordinadora Guerrillera Simón Bolivar plantea, 
como un aporte al proceso de paz, doce Estrategias para construir una estrategia 
de paz” , en donde señala sus opiniones en torno a los grandes problemas 
nacionales como: aplicación de la política económica neoliberal, al explotación de 
los recursos naturales del país, la corrupción administrativa, la militarización de la 
vida nacional y de los derechos humanos58. 
 
El gobierno, después de la muerte de Argelino Durán Quintero, retenido meses 
antes por el Ejercito Popular de Liberación, introduce modificaciones en el temario 
aprobado en Tlaxcala, en tanto incrementa el pie de fuerza, mantiene el impuesto 
de guerra y despliega intensos operativos por tierra y por aire sobre las áreas de 
asentamiento de las comandancias de la Coordinadora Guerrillera. 
 
56  Idem cita 34 
57  GUZMÁN CAMPOS, Germán. “La violencia en Colombia. Parte descriptiva“. Editorial 
El Progreso. Bogotá. 1968. 440  P  
58 TELLEZ, Pedro Claver. Efraín Gonzales. La dramatica vida de un asesino asesinado. 







La posición del gobierno de condicionar el reinicio del los diálogos, a la reversión 
del Acuerdo Original, introduciendo nuevos temas y modificando el orden 
aprobado en la reunión del trece de Marzo, llevó a la suspensión oficial de las 
conversaciones59. 
 
En una declaración pública, las partes manifestaron su propósito de reanudar los 
diálogos a más tardar el 31 de octubre de 1992. Su compromiso que fue 
incumplido pro el Presidente Gaviria, quién mostrando su falta de Voluntad por la 
paz, decidió declarar la “guerra integral” a la subversión, cerrando las posibilidades 
de una solución política al conflicto60. 
 
Desde ese entonces se ha querido realizar la paz con este grupo de insurgentes, 
incluso el Presidente Andres Pastrana cedió un espacio de la soberanía 
colombiana al permitir el control de san Vicente del Caguan61, pero en infinidad de 




                                                 
59 Op. Cit. 58 Pag. 35 
60 Op. Cit. 58 Pag. 35 
61  “La zona de despeje fue creada en 1998 por el entonces presidente Pastrana para facilitar 
las conversaciones de paz con las FARC, que pidieron la desmilitarización del área como 
requisito previo para las negociaciones. La desmilitarización continuó hasta que las 
conversaciones se rompieron el 20 de febrero de 2002. La zona, de extensión equivalente a 
Suiza, comprende cinco municipios: Mesetas, Vista Hermosa, Uribe y La Macarena en el 
departamento de Meta, y San Vicente del Caguán en el departamento de Caquetá.” Trujillo 
Villegas Eugenio. Sociedad Colombiana Tradición y Acción. 
www.alleanzacattolica.org/languages/spanish/acnews001_01_spanish.htm. 
62 Memorias de la Conferencia Internacional Paz y Narcotráfico en Colombia, convocada y 
realizada por la Asociación Coordinadora Cívica Nacional -Coordina-, el día 21 de agosto 








1.1.5. Proceso de Paz con las Autodefensas Unidas de Colombia  
 
 
1.1.5.1 Antecedentes de la Ley de Justicia y Paz  
 
 
El 23 de Octubre de 2003 el Gobierno Nacional presentó al Congreso de la 
República el proyecto de ley estatutaria N° 85 Senado “Por el cual se dictan 
disposiciones en procura de la reincorporación de miembros de grupos armados 
que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional”, 
conocido como ley de alternatividad penal. 
 
Poco tiempo después, el 15 de enero de 2004, se instalan en el Congreso de la 
República las audiencias de concertación para superar el fenómeno del 
paramilitarismo, convocadas por la Comisión de Paz del Senado y por la oficina 
del Alto Comisionado. En dichas audiencias se escucharon distintas perspectivas 
sobre el fenómeno paramilitar, en particular, sobre los aciertos y desaciertos del 
proyecto de ley presentado por el Gobierno. Después de iniciadas estas 
audiencias públicas se presentaron las ventajas para el presidente Álvaro Uribe 
Vélez porque tenia la mayoría, lo que permitido aprobar el polémico proyecto. 
 
A continuación fue presentado en la Cámara de Representantes pero negado su 
diligenciamiento por  no haberse aprobado en el senado. Los representantes Gina 
María Parody dÉcheona, Roberto Camacho y Luis Fernando Velasco lo solicitan al 
presidente. Después de un pedido especial se volvió a solicitar por intermedio del 








                                                
Como finalidad primordial se buscó con el perfeccionamiento de la Ley: “El 
objetivo central de este proyecto es el promover la reconciliación nacional y el 
Estado de Derecho, mediante la creación de un marco jurídico que permita el 
desmonte efectivo de los grupos armados al margen de la ley que tengan voluntad 
de paz”63. 
 
Sin embargo, la crítica al proceso y al debate en el  órgano legislativo son varias y 
el gobierno siempre luchó por sacar adelante el proyecto. La relación entre el 
narcotráfico y los paramilitares, su posible filtración en el proceso de paz y la 
impunidad que se podía generar, fueron los principales puntos de debate. 
 
Varios congresistas y analistas aseguraron que el proyecto de Ley de “Justicia y 
Paz”, contenía un “narco mico”, es decir, una figura, una fisura legal que facilitara 
que los narcotraficantes se presentarán como paramilitares y obtuvieran los 
beneficios que busca la Ley para los combatientes que se desmovilicen64. 
 
Según los críticos, esto estaba dado por la posibilidad de incluir al paramilitarismo 
como un delito político y gozar de los beneficios como rebaja de penas e indulto, lo 
que podría llevar a tomar al narcotráfico como delito conexo al paramilitarismo65. 
 
Para el senador Moreno de Caro, existía el peligro que los jefes de la 
Autodefensas Unidas de Colombia retomarán las armas de no aprobarse un 
proyecto que los satisfaga, como lo han anunciado en el pasado. “El temor sigue 
latente, ya que se sigue latente la extradición, que no se puede explícitamente 
eliminar”, dijo Moreno. Igualmente y sin respetar el acuerdo los insurgentes 
 
63 SENTENCIA Nº C-370/2006 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Penal- refrencia 
Expediente D-6032 
64 O. Cit. 63 Pag. 38 






después de haberse aprobado la Ley siguieron delinquiendo66. 
 
Dentro de los objetivos generales del proyecto dice: “El proyecto incluye un 
generoso tratamiento penal, pues permite bajar de 40 a 8 años el tiempo de 
prisión efectiva para una persona que ha ordenado los más graves crímenes, 
pero, al mismo tiempo, establece rigurosos mecanismos de reconstrucción de la 
verdad, penas principales y alternativas, así como medidas de reparación 
simbólica y material que tienden, entre otras cosas,  a la devolución de los bienes 
de origen ilícito”. Más sin embargo después de analizado el contexto penal de la 
Ley esto último no se garantiza. 
 
El proyecto de Ley decía que era primordial cumplir con las expectativas 
internacionales, en cuanto los tratados que han sido ratificados por Colombia, por 
ejemplo los que determinan a la tortura como delito de lesa humanidad. Y 
precisamente esto lo traemos a colación porque precisamente la Comisión 
Internacional de Juristas expresa que la Ley no observa unas verdaderas 
garantías frente a la reiterada violación de los derechos humanos. 
 
Después de presentado el proyecto del 23 de Octubre de 2003 tres años 
finalmente se promulgó la ley. El apoyo internacional al conflicto y los diferentes 
entes que se involucraron dentro del acuerdo vieron con preocupación la 





                                                 
66 MORENOD E  CARO. Carlos. Entrevista paraTerra www.terra.com.co/elecciones-








1.1.5.2. Texto Aprobado en las Comisiones Primeras Conjuntas 
 
En este orden de ideas, se presenta a continuación los avances que se realizaron 
respecto del primer texto que se presentó sobre el artículo de las penas: 
 
Artículo 20. ACUMULACIÓN DE PROCESOS Y PENAS. Para efectos 
procésales de la presente Ley, se acumularán los procesos que se adelanten por 
los hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia del 
desmovilizado a un grupo armado organizado al margen de la Ley. La 
acumulación de procesos se ordenará por la Sala del tribunal Superior del Distrito 
Judicial que corresponda, si a ello hubiere lugar por virtud de la aceptación de 
cargos o de formulación de acusación. 
 
Cuando el desmovilizado haya sido previamente condenado por hechos delictivos 
cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a un grupo organizado al 
margen de la Ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Código Penal sobre 
acumulación jurídica de penas pero en ningún caso, la pena alternativa podrá ser 
superior a la prevista en la presente Ley. 
INICIO 
 
1.1.5.3 texto conciliado Aprobado por las plenarias 
 
 
Artículo 20. Acumulación de proceso y penal: para los efectos procésales de la 
presente ley, se acumularán los procesos que se hallen en curso por hechos 
delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia del desmovilizado a 
un grupo armado organizado al margen de la Ley. En ningún caso procederá la 






del desmovilizado al grupo armado organizado al margén de la ley. 
 
Cuando el desmovilizado hay sido previamente condenado por hechos delictivos 
cometidos durante y con ocasión de su pertenencia a un grupo armado organizado 
al margen de la ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Código Penal sobre 
acumulación jurídica de penas pero en ningún caso, la pena alternativa podrá ser 
superior a la prevista en la presente ley. 
INICIO 
 
2. ANTECEDENTES SOCIOLÓGICOS 
 
 
El Estado colombiano, al iniciar el tercer milenio, es una ficción. Arrinconado y 
sustituido en sus funciones por organismos paraestatales como guerrilla y grupos 
paramilitares, el Estado a duras penas puede cumplir su tarea de garantizar los 
más elementales derechos de la sociedad. Y peor aún, ante el escalamiento del 
conflicto armado y sus dramáticas consecuencias, es muy probable que lo que 
queda de Estado en Colombia, termine en una situación tan precaria que pierda 
toda capacidad de negociación con los grupos insurgentes y se agrave la 
confrontación.  
 
Aspecto central de las preocupaciones de la sociedad contemporánea y de las 
democracias es la legitimidad de sus instituciones políticas por cuanto que los 
actos humanos son legales cuando se ajustan a la ley y las instituciones son 
legítimas cuando hunden sus raíces en la confianza del consenso colectivo. La 
legitimidad debe asegurar que las instituciones respondan a las circunstancias 
sociales de la época con el fin de que sean instrumentos idóneos de gobierno y 
puedan brindar causas transparentes a las distintas expresiones de la sociedad 






                                                
 
Colombia inicia el tercer milenio en forma muy similar a como comenzó el siglo 
XX. En medio de la guerra llamada de los Mil Días67 y bajo un gobierno de 
ultraderecha el país recibió el amanecer del año 1900 y terminó la centuria bajo 
los rigores de un conflicto irregular que si bien no divide a la Nación pero la tiene 
sumida en el horror y la desesperanza. 
 
Pero la postración del país en sus instituciones y, por ende, en su desarrollo 
político, económico, social y cultural se debe en gran parte a que los colombianos 
no han podido superar los lastres del pasado a los que hay que agregar los 
nuevos fenómenos y contradicciones al interior de la sociedad. El conflicto 
armado que vive Colombia tiene razones históricas y sociológicas que hacen que 
sus características se diferencien de las que han enfrentado el resto de países 
del continente latinoamericano. 
 
La primera razón es de carácter histórico y tiene que ver con el hecho de que la 
guerrilla colombiana a diferencia de los otros países de este continente no fue 
exclusivamente una reacción inspirada por la revolución cubana, sino que su 
 
67  Fue la última de Colombia en el siglo XIX y la más larga y más sangrienta. Se originó 
por la oposición del Liberalismo al gobierno conservador de la Regeneración y a la 
búsqueda de una reforma a la Constitución de 1886 considerada autoritaria. Los jefes 
liberales fueron los generales Rafael Uribe Uribe y Benjamín Herrera; y los conservadores, 
los generales Próspero Pinzón, Ramón González Valencia, Pedro Nel Ospina y otros, 
quienes defendieron el gobierno del Presidente Manuel Antonio San Clemente y del 
vicepresidente José Manuel Marroquín. La guerra tuvo su principal escenario en Santander  
pero se extendió a todo el país. Sus principales batallas fueron las de Peralonso y Palo 
Negro; esta última duró 15 días en un enfrentamiento entre las fuerzas liberales con 8.000 
soldados y el ejército conservador con 18.000 hombres. Esta batalla culminó con el triunfo 
de las fuerzas del gobierno comandadas por el general Próspero Pinzón. Después de los 
tratados de Neerlandia y Wisconsin en 1902 se alcanzó la paz para Colombia en los albores 
del siglo XX..Las cifras de bajas de la guerra han girado alrededor de los 100.000 muertos. 
Caballero Lucas, Memorias de la Guerra de los Mil Días. Ed. Colcultura, Bogotá, 1980, 






                                                
origen es más profundo y se remonta a la situación de violencia vivida a 
mediados del siglo XX por la confrontación entre liberales y conservadores, la 
cual, igualmente, puede considerarse como la prolongación de las guerras 
sangrientas que a lo largo del siglo XIX enfrentaron estos bandos partidistas68.  
 
La represión y el monopolio absoluto del poder por parte del bipartidismo 
impidieron desarrollar un proceso democrático en Colombia, por lo cual irrumpió 
la oposición armada que vio en esta vía un mecanismo válido para presionar y 
hacerse escuchar.  
 
Una segunda razón que explica el alcance que ha logrado la guerrilla y el 
paramilitarismo en cuatro décadas de lucha armada que tiene al país en una 
encrucijada, es su estrategia de alguna manera exitosa para desarrollar su 
proyecto político y militar, lo que le ha permitido la toma sistemática y progresiva 
de más de 500 municipios colombianos, en los cuales la subversión gobierna o 
cogobierna gracias a su gran poder de intimidación69.  
 
Otro elemento importante que ha contribuido a la desarticulación del Estado 
colombiano es el narcotráfico70 que con el fenómeno de la guerrilla y los 
paramilitares han terminado constituyendo un binomio. Binomio que en forma 
 
68 CABALLERO Luis Miguel. Narraciones colombianas. Ensayo. Ultima actualización 
febrero de 200. www.javeriana.edu.co/narrativa_colobiana/  
69  “Obviamente estas operaciones militares ignoran los principios elementales de una 
guerra irregular como que en este tipo de guerra la subversión no retiene territorio más 
bien lo contamina estableciendo un régimen de terror sobre la población y a eso lo llama 
“control político”. Y esta intimidación o “control político” no se ha revertido en las zonas 
en que opera el Plan Patriota; por eso la subversión sigue realizando paros armados, 
voladura de torres de energía, emboscadas, secuestros, asesinatos, etc” Revista Cambio 
No. 644, del 31 de octubre al 7 de noviembre de 2005, págs. 38 y 39. 
70 HILDEBRAND Asher D., investigadora asociada del Consejo de Asuntos 







permanente pone en riesgo la fragilidad institucional de Colombia. A ello hay que 
añadirle la expansión de los grupos de autodefensa o paramilitares que, ante la 
debilidad del Estado, buscan sustituirlo para enfrentar a la subversión, escalando 
como es obvio, cada día más el conflicto, en una guerra feroz por conquistar y 
someter el mayor número de regiones del país. Lo que está en juego, pues, es el 
dominio territorial de las diferentes zonas geográficas colombianas por parte de 
la guerrilla o de los paramilitares.  
 
Y, finalmente, otra razón de la profunda crisis de este país obedece a la debilidad 
y corrupción del propio Estado que no ha tenido estrategia alguna para enfrentar 
con decisión los distintos fenómenos de una sociedad en permanente ebullición 
como es la colombiana. Desde la década de los 80, cada Presidente llega con un 
nuevo plan de paz en el bolsillo que la guerrilla consiente de su poder, desdeña y 
termina burlándose del gobierno de turno. Con una situación de esta magnitud 
muy difícilmente se puede concebir una organización de Estado en Colombia, 
pues las cifras son contundentes: según la edición de la revista norteamericana 
Time de septiembre de 1998, la insurgencia domina: casi la cuarta parte de la 
población colombiana y su territorio abarca un tercio del país de sus 1025 
municipios. Colombia corre el peligro de acabar dividida en tres partes con 
fronteras delimitadas por sus montañas geográficas. Las guerrillas marxistas 
dominan en el sur, el Gobierno controla la zona central y los grandes centros 
urbanos. Mientras los grupos paramilitares conocidos como Unión de 
Autodefensas de Colombia de extrema derecha y apoyados por el ejército, han 
tomado gran parte del norte. Se concluye que cuando el gobierno colombiano al 
tratar de negociar con los más de veinte mil guerrilleros (entre Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia Ejercito del Pueblo y Ejercito de Liberación 






                                                
armadas no pueden controlar71.  
 
 
Lo que existe en Colombia es un país con una organización estatal virtual, pues 
no hay nación como tal y el concepto de Estado apenas subsiste para quienes 
habitan los centros urbanos más importantes. La situación en tal sentido es 
dramática: hace mucho tiempo que el mal llamado Estado colombiano perdió el 
monopolio de la fuerza; el tejido social se halla desintegrado por cuanto que la 
guerra interna ha dejado más de un millón y medio de desplazados por la 
violencia que se encuentran al abandono de su suerte; el debilitamiento de los 
mecanismos de justicia es alarmante, pues casi el 98 por ciento de los delitos 
quedan en la impunidad. A lo anterior se suma el fraccionamiento de la élite 
gobernante, más conocida con el apelativo de establecimiento que muy similar a 
los inicios de la República, sigue dividida por sus ambiciones de poder.  
 
 
Esto sin hablar de los problemas sociales mas afondo, la falta de empleo en 
Colombia ha generado un contingente de campesinos y jóvenes, en mayor 
latinidad, que alberguen en las Autodefensas y en la Guerrilla una opción porque 
al ingresar a sus filas sus ingresos económicos aumentan en gran medida, o por lo 




71 En Colombia el triunfo militar es improbable porque: La guerrilla no cuenta con 
respaldo popular, no existe la amenaza inminente de una revolución y el establecimiento 
no tiene porqué entregar poder o negociar reformas y persisten factores que impiden 
derrotar la guerrilla como la geografía, riqueza de los insurgentes, las limitaciones que 
enmarcan la estrategia de las FF.MM. y la actitud de contención que caracteriza la política 
militar del Estado colombiano. LATORRE Camilo. Semanario Llano 7 días Villavicencio. 







Y si el estado no expone garantías a los excombatientes ellos generalmente 
vuelven al “monte”72, es la realidad que los impulsa otra vez, la violencia genera 
más violencia. 
 
Claro sin dejar de lado la ficción que ellos también presentan como reinsertados, 

















                                                 
72    “El proceso es todavía mas complejo para la mayoría de los hombres. Muchos de ellos 
eran muy jóvenes y se habían educado, podemos decirlo, dentro de la atmósfera de esta 
cruel carnicería... Eran incapaces de volver a un a vida normal y a la sociedad, donde 
además estaban amenazados por la Policía y el ejército. Uno des esto jóvenes “Chispas”, 
relató como había entrado a la lucha guerrillera a la edad de 12 años después de haber visto 
el horrible asesinato de sus padres por la policía. En 1956 logró regresar a su casa para 
cultivar sus tierras pero se encontró amenazado a tal punto por la policía que huyó de nuevo 







                                                
 
CAPITULO  III 
HISTORIA DEL PARAMILITARISMO 
 
“Los paramilitares los creó el propio Gobierno colombiano para que hicieran el 
trabajo sucio, es decir para que mataran a todas las personas que según el 
Ejército y la Policía son guerrilleras. Pero para hacer eso, tenían que crear un 
grupo al margen de la ley para que nadie sospechara del Gobierno de Colombia y 
de sus Fuerzas Militares. Es así como los paramilitares son entrenados por el 
mismo Ejército y la Policía de Colombia y son auxiliados y ayudados por éstos. 
Hasta miembros del Ejército y de la Policía patrullan hombro a hombro con los 
paramilitares.” Este es un aparte de la denuncia formulada por Gilberto Cárdenas 
González (Capitán de la Policía Nacional en Urabá entre 1996 y 1998) ante la 
Procuraduría General de la Nación el 6 de noviembre de 200273. El Capitán 
Cárdenas González fue retirado del servicio y, luego de ser víctima de varios 
atentados, abandonó luego el país. 
 
Así comienza la larga historia que llevaba mucho tiempo caldeándose dentro del 
Ejército y lo que la opinión pública ya daba por entendido.  
 
El paramilitarismo ha sido elemento esencial de la doctrina y estrategia militares 
de contrainsurgencia de las Fuerzas Militares colombianas desde la década de los 
60. En 1965 fue expedida la primera norma que sería el sustento jurídico del 
paramilitarismo. Esta norma autorizaba a las Fuerzas Militares a movilizar la 
población para fines de defensa y seguridad nacional y a dotar a civiles con 
armamento de uso privativo de las Fuerzas Militares, lo que significó la creación 
de grupos de civiles armados. Este fue un Decreto conocido igualmente como “Ley 
 
73 Informe sobre proceso de desmovilización en Colombia. Washington  Derechos 






                                                
de Defensa Nacional” el 3398 de 24 de diciembre de 1965 (artículo 33) y sería 
convertido en legislación permanente mediante la Ley N° 48 de 1968, o Estatuto 
Orgánico de Defensa Nacional. 
 
Las Fuerzas Militares expidieron numerosas disposiciones ordenando crear 
grupos armados de civiles como elemento de la estrategia contrainsurgente del 
Estado. En un fallo de 1998, el Tribunal Superior Militar reconoció que, "de 
acuerdo con esas normas, los “grupos de autodefensa” eran 
legales,...circunstancia admitida por las autoridades y por esa razón gozaban de 
su apoyo.”74
 
En 1987, en un debate sobre los grupos paramilitares en la Cámara de 
Representantes, el Ministro de Defensa, General Rafael Samudio Molina, defendía 
la legitimidad de crear grupos de civiles armados. La Oficina en Colombia del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado 
que "el Estado Colombiano tiene una responsabilidad histórica innegable en el 
origen y desarrollo del paramilitarismo”75.  
 
En ese mismo sentido se pronunció la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos: “Los grupos de autodefensa se conformaron de manera legal al amparo 
de las normas Decreto 3398 de 1965 y Ley N° 48 de 1968, por lo cual contaban 
con el apoyo de las autoridades estatales. El Estado impulso su creación entre la 
población civil con los fines principales de auxiliar a la Fuerza Pública en 
operaciones antisubversivas y de defenderse de los grupos guerrilleros, es decir, 
en su concepción inicial, no tenían fines delictivos. El Estado les otorgaba 
 
74 Diario Oficial 45.783 de 6 de Enero de 1999. estrategias contraisurgentes. 
www.secretariasenado.go.co/leyes/l0940005.htm  
75 Alto comisionado de las Naciones Unidas en Colombia. Informe. GRAVITO Liliana. 







                                                
permisos para el porte y tenencia de armas, así como apoyo logístico. Sin 
embargo, muchos “grupos de autodefensa” cambiaron sus objetivos y se 
convirtieron en grupos de delincuencia, comúnmente llamados “paramilitares”.76
 
A finales de la década de los 70 y durante la década de los 80, los grupos 
paramilitares conocerían un proceso de expansión y crecimiento fenomenal. En 
1987, el entonces Ministro de Gobierno, Dr. César Gaviria Trujillo, reconocía la 
existencia de 128 grupos paramilitares 
 
En 1989, la norma que daba sustento legal a los grupos paramilitares fue 
suspendida y posteriormente declarada inexequible por la Corte Suprema de 
Justicia. Ese mismo año, serían creadas una Comisión asesora de alto nivel para 
combatir el "sicariato” y un “Cuerpo Elite de Lucha contra el Sicariato” adscrito a la 
Policía Nacional, y sería introducida en la legislación penal una nueva figura 
delictiva para reprimir el liderazgo, la organización y la pertenencia a grupos 
paramilitares. Esta última medida resultaría más política que jurídica, toda vez que 
el ordenamiento penal disponía ya de tipos penales que permitían reprimir las 
actividades paramilitares.  
 
Paralelamente, a finales de 1989, el Gobierno colombiano inició un proceso de 
negociación con grupos paramilitares del Magdalena Medio que culminaría, en 
1990, con una supuesta desmovilización de estos grupos así como de grupos 
paramilitares de Córdoba, Autodefensas Unidas de Colombia, Antioquia y Chocó. 
En agosto de ese año, Fidel Castaño, líder de un grupo paramilitar, anunciaba 
públicamente que sus hombres habían sido desmovilizados. En realidad, tales 
grupos nunca se desmovilizarían y, por el contrario, continuarían operando y 
 
76 Corte Interamericana de los Derechos Humanos, seis de agosto de1998. Resolución del 
Presidente de la Corte Informe. Organización de estados americanos. Documento en 






                                                
cometiendo múltiples crímenes. 
 
En 1993, en el marco de la "Estrategia Nacional contra la Violencia"77 (emitida en 
1991 por el Gobierno de César Gaviria), serían creadas las cooperativas de 
vigilancia y seguridad privada o “Servicio especial de vigilancia y seguridad 
privada”, igualmente conocidas como "Convivir”.  
 
La creación de tales grupos conllevaría a la legalización del paramilitarismo. La 
legislación autorizó a estos grupos a poseer armamento de uso privativo o 
restringido de las Fuerzas Militares así como a “actuar con técnicas y 
procedimientos distintos de los establecidos para otros servicios de vigilancia y 
seguridad privada”. 
 
En diciembre de 1996, se registraban en Colombia por lo menos 700 asociaciones 
de este tipo. Numerosas Convivir estuvieron implicadas en graves violaciones de 
derechos humanos como desapariciones forzadas y ejecuciones extrajudiciales. 
Asimismo, las Convivir fueron utilizadas por los grupos paramilitares "como escudo 
en contra de sus actividades violentas”. 
 
En 1994, el Defensor del Pueblo de Colombia, en una comunicación al Ministro de 
Defensa, preguntaba78: “¿Cómo garantizará el Gobierno Nacional que los 
integrantes de esas cooperativas (las Convivir) no realicen actividades ofensivas o 
de ataque, como ocurrió en el pasado, dando origen a los llamados grupos 
paramilitares?“. Tres años después, el Defensor del Pueblo concluía que “la 
existencia de las Convivir podría constituirse  …en un peldaño más para la 
 
77 Política emitida por el Presidente Cesar Gaviria en 1991 al iniciar su periodo 
presidencial.  
78 CARTA enviada por le defensor del pueblo al Ministerio de defensa. 18 de Febrero de 
1994. Consejeria Presidencial para los derechos humanos. Bogotá D.C. 13 de Septiembre 






                                                
generalización del conflicto interno. … el funcionamiento de las Convivir hace que 
personas de condición civil participen de manera directa en el conflicto armado, 
con lo que se transforman en combatientes.”79  
 
A pesar de las advertencias de la Defensoría del Pueblo y de las 
recomendaciones de los organismos internacionales, las Convivir se mantuvieron 
hasta noviembre de 1997 cuando, por una sentencia de la Corte Constitucional, 
perdieron la posibilidad de armar sus miembros con armamento restringido así 
como de emplear “tácticas y procedimientos” especiales, realizar tareas de 
“inteligencia” o participar en acciones militares. 
 
En la década de los 90, luego de que fueran "ilegalizados" los grupos paramilitares 
y que fuera expedida la legislación sobre las Convivir, siguieron existiendo en 
Colombia dos órdenes de grupos paramilitares: unos legales, las Convivir, y otros, 
ilegales. La realidad es que los grupos paramilitares no han hecho más que 
proliferar y expandir su radio geográfico de acción en los últimos años.  
 
 
En el 2000, sería creado el "Centro de Coordinación de la Lucha contra los Grupos 
de Autodefensa”. Sin embrago, esta medida tampoco sería acompañada de un 
programa de depuración de los cuerpos de seguridad del Estado. Resulta 
revelador en esta materia la siguiente constatación de la Oficina en Colombia del 
Alto Comisionado para los Derechos Humanos: "La Oficina ha sido testigo de 
declaraciones de altos oficiales del Ejército señalando que los paramilitares no 
atentan contra el orden constitucional y por consiguiente no es función del Ejército 
combatirlos. Situaciones como éstas ponen al descubierto los limites de los 
deslindes del Estado con el paramilitarismo, limitándolos al campo de las 
 






                                                
declaraciones públicas o de los diseños de políticas nunca implementadas"80. 
 
Trascurridos unos años la problemática del paramilitarismo se salió de las manos 
y empezó a generarse una participación importante en las estadísticas refiriéndose 
a violaciones de los derechos humanos. 
 
Las Autodefensas Unidas de Colombia es una organización paramilitar ilegal 
creada en abril de 1997 en Colombia, para reunir en una entidad semi-centralizada 
a muchos de los múltiples grupos paramilitares regionales preexistentes (como se 
dijo anteriormente)81. 
 
Sus objetivos son el proteger a los ganaderos, comerciantes, terratenientes, 
narcotraficantes y a los pobladores afectos de las zonas bajo su influencia de las 
incursiones armadas, secuestros, homicidios y amenazas por parte de las 
organizaciones guerrilleras como las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia, el Ejercito de Liberación Nacional y similares.  
 
Su líder político tradicional ha sido el desaparecido Carlos Castaño, otros de sus 
importantes miembros son Salvatore Mancuso (Con el mando a su cargo 
actualmente) y Ernesto Baez. Siendo el clan Castaño (hermanos pertenecientes 
a la organización) los que entraron en la lucha armada hace más de veinte años 
después de que su padre fuera asesinado por guerrilleros de las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia Ejercito del Pueblo, y promovieron dentro 
de las Autodefensas Unidas de Colombia la eliminación de miles de rebeldes de 
izquierda, sindicalistas, opositores e incluso familiares de éstos.  
 
80 VILLA, Carmen Rosa. Oficina del Alto comisionado de Los derechos Humanos para 
Colombia. http://www.ohchr.org/spanish/countries/co/index.htm   
81 MEDINA Carlos. Autodefensas, paramilitares y narcotráfico en Colombia. Editorial 







                                                
 
Se clasifica a ésta organización como ideológicamente de la extrema derecha, 
pero también la han considerado en otras ocasiones que como grupo criminal y 
sicarial no tendrían un carácter específica y marcadamente ideológico de por sí; 
esto por su actuaciones respecto de la población civil. 
 
Se les atribuye a miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia la 
responsabilidad de la mayoría de las masacres y asesinatos selectivos que han 
ocurrido en Colombia durante al menos los últimos 20 años, contra civiles que 
ellos consideran ser miembros o apoyos de las diferentes guerrillas. 
 
En la mayoría de los casos no ha sido posible establecer la veracidad o falsedad 
específica de dichas consideraciones de parte de las Autodefensas Unidas de 
Colombia, lo que indicaría que necesariamente tanto personas inocentes como 
culpables de dicha acusación habrían caído asesinadas por ese grupo de manera 
individual y colectiva. Sus homicidios fuera de combate han sido considerados 
como crímenes de guerra tanto en Colombia como ante entidades jurídicas 
internacionales82. 
 
“A finales de 2002, el Gobierno colombiano inició un proceso de negociación con 
los grupos paramilitares de las Autodefensas Unidas de Colombia. Una de las 
características de este proceso ha sido la búsqueda de formas legales para 
obtener la impunidad de los crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y 
graves violaciones de derechos humanos cometidos por estos grupos“83. 
 
 
82 Op. Cit. 42 pag. 29 
83 GALLON GIRALDO Gustavo. Comisionado Colombia. Corte Internacional de Juristas 
en informe presenta el 10 de diciembre de 2004. T.P: 







                                                
Estas iniciativas tienen antecedentes en la historia de Colombia. El proceso de 
negociación y presunción de desmovilización de grupos paramilitares, iniciado 
bajo la presidencia de Virgilio Barco (1986-1990) y que culminaría en 1990 bajo el 
Gobierno del Presidente Cesar Gaviria (1990-1994), constituye un antecedente 
muy revelador, tanto por el tipo de medidas adoptadas, por los líderes 
paramilitares implicados como por las consecuencias de este proceso. 
 
Iniciado en 1989 con los grupos paramilitares del Magdalena Medio (Autodefensas 
del Magdalena Medio), este proceso de negociación se extendió a otros grupos 
paramilitares (Costa Atlántica, Córdoba, Arauca, Antioquia, Chocó, Caqueta, 
Putumayo y los Llanos Orientales) reunidos bajo el nombre de "Movimiento de 
Autodefensa Campesina"84. 
 
En el marco de ese proceso, el Gobierno colombiano promulgó una serie de 
medidas otorgando amplios beneficios penales y jurídicos a paramilitares que 
permitieron la impunidad de los crímenes cometidos por éstos y que significaron la 
renuncia del Estado colombiano a investigar estos crímenes y a juzgar a sus 
autores. Numerosos paramilitares se acogieron a estas medidas.  
 
Durante el segundo semestre de 1990, algunos de estos grupos paramilitares 
anunciaban su desmovilización. Así, Fidel Castaño, líder de uno de los grupos 
paramilitares, anunciaba públicamente que sus hombres habían sido 
desmovilizados. En realidad, estos grupos nunca se desmovilizaron y, antes por el 
contrario, siguieron operando y cometiendo múltiples crímenes.  
 
No deja de ser significativo y alarmante que algunos jefes paramilitares como Iván 
Roberto Duque, hoy conocido como el Comandante Ernesto Báez de las 
 







                                                
Autodefensas Unidas de Colombia y uno de los principales voceros y 
negociadores de ese supuesto proceso de desmovilización, reaparezcan hoy 
como líderes activos de los grupos paramilitares en las negociaciones actuales de 
Santafé de Ralito. El proceso de negociación y desmovilización de 1990 no sólo 
permitió la impunidad de numerosos crímenes sino que contribuyó a que estos 
grupos paramilitares consolidaran su presencia y poder en varias regiones de 
Colombia85. 
 
En los últimos días, amparados en la Ley 975 de 2005 excombatientes de las 
Autodefensas han entregado sus armas. Unos 1.200 paramilitares de la región de 
Casanare, liderados por José Vicente Castaño, ha entregado las armas en esa 
zona petrolera y ganadera de Colombia. Esta desmovilización masiva del Bloque 
Centauros es una de las mayores en más de dos años de negociaciones de paz 
entre el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia86. 
 
Se ha destacado que con esta desmovilización se supera la cifra de 10.000 
hombres y mujeres de las Autodefensas Unidas de Colombia desmovilizados y 
que pasan a beneficiarse del programa gubernamental de reinserción, esto según 
estadísticas brindas por el Gobierno87.  
 
Al comienzo del proceso de paz, los integrantes de las Autodefensas Unidas de 
Colombia se calculaban entre 17.000 y 19.000. Según los preacuerdos del 
proceso de paz, los militantes pertenecientes al grupo insurgente deben entregar 
sus armas antes de 2006.  
 
 
85 Op. Cit. 84 pag. 54. 
86 Editorial Correo Magdalena. Sisitema Informativo Patri Libre. 20 de Diciembre de 2005. 
http://www.rebeion.org/plancolombia/031220eln.htm   







                                                
Las Autodefensas Unidas de Colombia en un principio exigían la excarcelación de 
los paramilitares detenidos y la suspensión de las acciones judiciales contra los 
líderes paramilitares designados para negociar con el Gobierno.  
 
El 15 de julio de 2003, el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia 
firmaron un pacto de desmovilización (Acuerdo de Santafé de Ralito, Tierralta, 
Córdoba) y, el 13 de mayo de 2004, el Acuerdo de Tierralta, regulando la “zona de 
ubicación” de Santafé de Ralito donde se concentraron 19 jefes paramilitares y 
400 paramilitares destinados a su protección y autorizados por las autoridades 
colombianas a portar armas88.  
 
El 1° de julio de 2004, el Gobierno instaló la mesa de negociaciones con las 
Autodefensas Unidas de Colombia y ordenó suspender las ordenes de captura 
contra todos los paramilitares concentrados en la zona de Santafé de Ralito, la 
cual fue desmilitarizada89. 
 
Entre el 15 de julio de 2003 y agosto de 2004, el Gobierno colombiano suscribió 
seis acuerdos con los grupos de las Autodefensas Unidas de Colombia. En todos 
ellos, se reiteró el cese de hostilidades como un elemento fundamental. El propio 
Gobierno insistió en que el cese de hostilidades era una condición esencial para 
avanzar en las negociaciones con los paramilitares. El Alto Comisionado para la 
Paz, Dr. Luis Carlos Restrepo, afirmaba en agosto del 2004 ante el Senado de 
Colombia que " la declaratoria del cese de hostilidades es un punto fundamental 
dentro de la política de paz de este Gobierno. Exigimos a los grupos armados 
ilegales esa expresión de voluntad política, inequívoca, de no disparar más sobre 
los ciudadanos ni atentar más contra la democracia. Y sólo cuando expresen esa 
 
88 MEDINA GALLEGO, Carlos. desmovilización paramilitar Luces y Sombras. Política 
Diciembre 21 de 2003 UNP Nº 53 






                                                
voluntad, estamos dispuestos a adelantar conversaciones”.90
 
Sin embargo, la realidad es diferente. Desde el 1° de diciembre de 2002, las 
Autodefensas Unidas de Colombia han seguido cometiendo graves infracciones al 
derecho internacional humanitarios y numerosos crímenes contra la población civil 
sin que el Gobierno tomara ninguna medida real para condicionar las 
negociaciones a un estricto respeto al cese de hostilidades por parte de los 
paramilitares. La Defensoría del Pueblo dio a conocer un estudio, cubriendo 11 de 
los 28 departamentos de Colombia y el periodo 2003-2004, en el que se registran 
342 casos de violaciones al cese de hostilidades por parte de las Autodefensas 
Unidas de Colombia91  
 
La Fiscalía General de la Nación reconoció que en la propia zona de Santafé de 
Ralito y alrededores, las Autodefensas Unidas de Colombia habían asesinado a 
siete personas, dentro de los cuales, un profesor y un líder indígena que se 
oponían a las extorsiones de los paramilitares en el municipio de Tierralta 
(Córdoba) 
 
Las ONG colombianas registraron por lo menos 2241 casos de asesinatos y 
desapariciones forzadas cometidos por las Autodefensas Unidas de Colombia 
entre diciembre de 2002 y diciembre de 2004. 
 
En febrero de 2004, fue creada por acuerdo entre el Gobierno del Presidente 
Uribe y la Organización de Estados Americanos (OEA), la Misión de Apoyo al 
 
90 Según los datos posteriores de varias ONG las hostilidades siguieron en algunas zonas 
del país, aunque en menor proporción. www.derechoshumanosencol.ong  
91 Asesinatos selectivos, masacres, desapariciones forzadas, secuestros extorsivos, 
extorsiones, desplazamiento de población, reclutamiento de menores y violaciones de 







Proceso de Paz (MAPP/OEA). Esta Misión no sólo no ha cumplido una verdadera 
labor de verificación del cese de hostilidades sino que ha persistentemente 

































CAPITULO IV.  
LOS DELITOS COMETIDOS 
 
Este capitulo es un documento que trata de recopilar las estadísticas de los 
delitos cometidos por los integrantes de los Grupos Armados al margen de la ley 
y los desmovilizados que hasta este momento el Estado a reintegrado a la 
sociedad. 
 
Como muchos otros conflictos en el mundo, el conflicto armado que asola a 
Colombia desde hace cuarenta años se caracteriza por la violación sistemática 
de los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario. Todas las 
partes involucradas en el conflicto, han sido responsables de homicidios, 
desapariciones, torturas y desplazamientos forzados, siendo la población civil la 
principal victima de la violencia. 
 
Las estadísticas son espeluznantes: en los últimos veinte años más de 70.000 
personas han muerto a raíz del conflicto, la mayoría de ellos civiles, y más de 
tres millones de personas se han visto desplazadas a la fuerza. Asimismo, 
decenas de miles de personas han sido secuestradas, fundamentalmente por los 
grupos guerrilleros. Los paramilitares, que han sido durante decenios parte 
integrante de la estrategia de contrainsurgencia de las fuerzas de seguridad, son 
responsables de la mayoría de las matanzas o desapariciones civiles. 
 
Es preciso anotar que estas estadísticas son compilaciones mostradas por el 
Gobierno a la comunidad internacional en ciertos casos se encuentran algunos 
vacíos dentro de estas. Si se confrontan con las cifras aportadas por las ONG y 
al Consejo Internacional de Juristas es posible que no concuerden. El Estado 






propuesta para alcanzar la paz. 
 
Como ya hemos dicho para el Gobierno el proceso de paz se llevaba sobre 
bases de desmantelamiento de los grupos armados y que no siguieran 
cometiendo hechos punibles; pero la realidad fáctica muestra que no es así. 
 
Es posible que en este proceso de paz se estén manejando informaciones 
erradas; en Colombia y como lo expusimos en este trabajo investigativo, se ha 
dado este tipo de encubrimientos. 
INICIO 
 
1. ESTADÍSTICAS DE DELITOS COMETIDOS POR PARAMILITARES 
 
Estas estadísticas que exponemos a continuación son las presentadas por el 
Gobierno ante las Naciones Unidas con el fin de presentar informe de la política de 
paz instituida por le Gobierno. Para efecto de encontrar la verdad, debemos tener 
en cuenta que las victimas de este tipo de delitos no denuncian por la zozobra en 
que los insurgentes los tienen expuestos y las amenazas. También debemos 
contar que estas estadísticas pueden ser disminuidas a la sombra del gobierno 
















DELITO ATROZ 2001 2002 2003 2004 
Desaparición (CINEP) 679 311 177 182 
Desaparición por paras (CINEP) 374 126 130 102 
Desplazados (CODHES) 317.375 412.553 207.607 287.581 
Desplazados (RSS) 328.000 411.970 211.834 187.000 










Homicidio político (CINEP) 4.374 2.505 2.256  
Homicidios asociados al conflicto 







Homicidio Político/ Homicidio total 
(CPDH) 
63 7.6% 13.7% 14.3% 








Muertes por le conflicto y violencia 
social (CINEP) 
50 8.759 5.823  
Homicidio de indígenas por paras 
(CPDH) 
280 78 75  
Secuestro por paras (CINEP) 28% 183 173 178 
Secuestro por FARC (Fundación 
Seguridad y Democracia) 
 32% 30% 19% 
Secuestro por paras (Fundación 
Seguridad y Democracia) 






Secuestro total (Policía Nacional) 2.599 2.989 2.206 1.618 
Masacres N° de Victimas (CINEP) 701 2.447 1.440 462 
Masacres por paras ( Policía Nacional) 1680 59 13 10 
Masacres por paras (CPDH)  1.026 698 574 
Torturas Total (CINEP)  141 160 194 
Torturas por paras (CINEP)  126 128 77 
Paras capturados (Policía Nacional) 400 1.356 3.166 4.772 
Detenciones arbitrarias de civiles con 
apoyo de paras (CINEP) 





Fuente: Elaborado por INDEXAS a partir de varios cuadros del Libro “Las Cifras 
del Conflicto” Otero Prada Diego, Bogotá 2005. CINEP, CCJ, CODHES y 
















CAPITULO V.  
COMPARACIÓN CON LA LEY PENAL ORDINARIA 
 
 
Ley Penal Ordinaria Ley 975 de 2005 
Artículo 103. Homicidio. El que 
matare a otro, incurrirá en prisión 
de trece (13) a veinticinco (25) 
años. 
Artículo 29. Pena Alternativa. La 
sala le impondrá la pena 
alternativa que consiste en la 
privación de la libertad por un 
periodo mínimo de cinco años y  
no superior a 8 años, tasada de 
acuerdo con la gravedad de los 
delitos y su colaboración efectiva 
con el esclarecimiento de los 
mismo.  
Artículo 131. Omisión de socorro. 
El que omitiere, sin justa causa, 
auxiliar a una persona cuya vida o 
salud se encontrare en grave 
peligro, incurrirá en prisión de dos 







Artículo 135. Homicidio en 
persona protegida. El que, con 
ocasión y en desarrollo de 
conflicto armado, ocasione la 
muerte de persona protegida 
conforme a los Convenios 
Internacionales sobre Derecho 
Humanitario ratificados por 
Colombia, incurrirá en prisión de 
treinta (30) a cuarenta (40) años, 
multa de dos mil (2.000) a cinco 
mil (5.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de 







Artículo 137. Tortura en persona 
protegida. El que, con ocasión y 
en desarrollo de conflicto armado, 
inflija a una persona dolores o 
sufrimientos graves, físicos o 
síquicos, con el fin de obtener de 
ella o de un tercero información o 
confesión, de castigarla por un 
acto por ella cometido o que se 
sospeche que ha cometido, o de 
intimidarla o coaccionarla por 
cualquier razón que comporte 
algún tipo de discriminación, 
incurrirá en prisión de diez (10) a 
veinte (20) años, multa de 
quinientos (500) a mil (1000) 
salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas de 







Artículo 165. Desaparición 
forzada. El particular que 
perteneciendo a un grupo armado 
al margen de la ley someta a otra 
persona a privación de su libertad 
cualquiera que sea la forma, 
seguida de su ocultamiento y de la 
negativa a reconocer dicha 
privación o de dar información 
sobre su paradero, sustrayéndola 
del amparo de la ley, incurrirá en 
prisión de veinte (20) a treinta (30) 
años, multa de mil (1.000) a tres 
mil (3.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y en 
interdicción de derechos y 
funciones públicas de diez (10) a 
veinte (20) años. 
Ídem 
Artículo 168. Secuestro simple. El 
que con propósitos distintos a los 
previstos en el artículo siguiente, 
arrebate, sustraiga, retenga u 
oculte a una persona, incurrirá en 
prisión de diez (10) a veinte (20) 
años y en multa de seiscientos 
(600) a mil (1.000) salarios 








Artículo 169. Secuestro extorsivo. 
El que arrebate, sustraiga, retenga 
u oculte a una persona con el 
propósito de exigir por su libertad 
un provecho o cualquier utilidad, o 
para que se haga u omita algo, o 
con fines publicitarios o de 
carácter político, incurrirá en 
prisión de dieciocho (18) a 
veintiocho (28) años y multa de 
dos mil (2.000) a cuatro mil 
(4.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Ídem 
Artículo 178. Tortura. El que inflija 
a una persona dolores o 
sufrimientos graves, físicos o 
psíquicos, con el fin de obtener de 
ella o de un tercero información o 
confesión, de castigarla por un 
acto por ella cometido o que se 
sospeche que ha cometido o de 
intimidarla o coaccionarla por 
cualquier razón que comporte 
algún tipo de discriminación 
incurrirá en prisión de ocho a 
quince años, multa de ochocientos 
(800) a dos mil (2.000) salarios 
mínimos legales vigentes, e 
inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas por 
el mismo término de la pena 







Artículo 180. Desplazamiento 
forzado. El que de manera 
arbitraria, mediante violencia u 
otros actos coactivos dirigidos 
contra un sector de la población, 
ocasione que uno o varios de sus 
miembros cambie el lugar de su 
residencia, incurrirá en prisión de 
seis (6) a doce (12), o multa de 
seiscientos (600) a mil quinientos 
(1.500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes y en 
interdicción de derechos y 
funciones públicas de seis (6) a 
doce (12) años 
Ídem 
Artículo 205. Acceso carnal 
violento. El que realice acceso 
carnal con otra persona mediante 
violencia, incurrirá en prisión de 
ocho (8) a quince (15) años.  
Ídem 
Artículo 206. Acto sexual violento. 
El que realice en otra persona 
acto sexual diverso al acceso 
carnal mediante violencia, incurrirá 








Artículo 207. Acceso carnal o acto 
sexual en persona puesta en 
incapacidad de resistir. El que 
realice acceso carnal con persona 
a la cual haya puesto en 
incapacidad de resistir o en estado 
de inconsciencia, o en condiciones 
de inferioridad síquica que le 
impidan comprender la relación 
sexual o dar su consentimiento, 
incurrirá en prisión de ocho (8) a 
quince (15) años. 
Ídem 
Artículo 239. Hurto. El que se 
apodere de una cosa mueble 
ajena, con el propósito de obtener 
provecho para sí o para otro, 
incurrirá en prisión de dos (2) a 
seis (6) años. 
Ídem 
Artículo 244. Extorsión. El que 
constriña a otro a hacer, tolerar u 
omitir alguna cosa, con el 
propósito de obtener provecho 
ilícito para sí o para un tercero, 
incurrirá en prisión de ocho (8) a 







Artículo 455. Menoscabo de la 
integridad nacional. El que realice 
actos que tiendan a menoscabar la 
integridad territorial de Colombia, a 
someterla en todo o en parte al 
dominio extranjero, a afectar su 
naturaleza de Estado soberano, o a 
fraccionar la unidad nacional, 
incurrirá en prisión de veinte (20) a 
treinta (30) años. 
Ídem 
Artículo 456. Hostilidad militar. El 
colombiano, aunque haya 
renunciado a la calidad de 
nacional, o el extranjero que deba 
obediencia al Estado Colombiano, 
que intervenga en actos de 
hostilidad militar o en conflictos 
armados contra la patria, incurrirá 
en prisión de diez (10) a veinte 
(20) años. 
Ídem 
Artículo 458. Instigación a la 
guerra. El colombiano, aunque 
haya renunciado a la calidad de 
nacional, o el extranjero que deba 
obediencia al Estado, que realice 
actos dirigidos a provocar contra 
Colombia guerra u hostilidades de 
otra u otras naciones, incurrirá en 








Artículo 458. Instigación a la 
guerra. El colombiano, aunque 
haya renunciado a la calidad de 
nacional, o el extranjero que deba 
obediencia al Estado, que realice 
actos dirigidos a provocar contra 
Colombia guerra u hostilidades de 
otra u otras naciones, incurrirá en 
prisión de diez (10) a veinte (20) 
años. 
Ídem 
Artículo 464. Violación de tregua o 
armisticio. El que violare o 
desconociere tratado, tregua o 
armisticio acordados entre la 
República y un Estado enemigo, o 
entre las fuerzas beligerantes, y 
no aceptare salvoconducto 
debidamente expedido, incurrirá 
en prisión de uno (1) a cinco (5) 
años. 
Ídem 
Artículo 467. Rebelión. Los que 
mediante el empleo de las armas 
pretendan derrocar al Gobierno 
Nacional, o suprimir o modificar el 
régimen constitucional o legal 
vigente, incurrirán en prisión de 
seis (6) a nueve (9) años y multa 
de cien (100) a doscientos (200) 








Artículo 468. Sedición. Los que 
mediante el empleo de las armas 
pretendan impedir 
transitoriamente el libre 
funcionamiento del régimen 
constitucional o legal vigentes, 
incurrirán en prisión de dos (2) a 
ocho (8) años y multa de 
cincuenta (50) a cien (100) 
salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
Ídem 
Artículo 469. Asonada. Los que en 
forma tumultuaria exigieren 
violentamente de la autoridad la 
ejecución u omisión de algún acto 
propio de sus funciones, incurrirán 
en prisión de uno (1) a dos (2) 
años. 
Ídem 
Artículo 471. Conspiración. Los 
que se pongan de acuerdo para 
cometer delito de rebelión o de 
sedición, incurrirán, por esta sola 
conducta, en prisión de uno (1) a 




















Lo anterior se realiza para efectos que se conozcan las penas de los delitos que 
más se le imputan a los miembros pertenecientes a las Autodefensas Unidas de 
Colombia. 
 
La comparación se debe hacer puesto que la impunidad de delitos tan graves 
como los que anteriormente anunciamos no pueden quedar bajo el velo de la 
ilegalidad. 
 
La Ley de Justicia y Paz se realizó para facilitar la reincorporación de miembros de 
grupos armados ilegales que tengan cuentas pendientes con la justicia, más allá 
de los delitos de pertenencia a los grupos armados, porte ilegal de armas, y uso 
de prendas militares, los cuales se tramitan mediante el fácil procedimiento 
establecido en la Ley 782 y el decreto 128 de 2003. Esto quiere decir que cuando 
un miembro de un grupo armado tiene pendientes procesos penales sobre otros 
delitos, como secuestros, homicidios, narcotráfico, etc., su caso deberá tramitarse 
mediante la Ley de Justicia y Paz, para obtener beneficios penales. Si bien la Ley 
está planteada en un sentido universal, se puede decir que está hecha para los 
grupos de las Autodefensas Unidas de Colombia. 
 
En esta medida la Ley contiene un aspecto central o un contenido vertebral: la 
pena alternativa y los procedimientos para imponerla, en el sentido que fue la 
garantía que se les presentaba para que hicieran un alto en la lucha armada. En la 
definición del objeto de la Ley se establece que los derechos de las víctimas 
constituyen otro aspecto central de la Ley, pero en el desarrollo de la misma se 
puede ver cómo los derechos de estas y de la sociedad a la verdad, la justicia y la 
reparación pasan a un segundo plano. Se evidencia que lo importante es la 








Es un instrumento insuficiente para la consecución de la paz ya que ésta se 
cimenta sobre el deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar a los 
delincuentes; lo mismo sobre el deber de otorgar recursos judiciales y efectivos 
para la satisfacción de los derechos fundamentales a las víctimas; el 
reconocimiento efectivo de los derechos a la verdad la justicia y la reparación; la 
necesidad de dar cumplimiento al principio y derecho constitucional a la igualdad 
en materia de penas. 
 
Es un deber con las victimas de estos ultrajes, con la nación y con los entes 
internacionales que este “proceso de paz” castigue tantos crímenes que se 
cometieron y se siguen perpetrando con la venia de un Estado que no atiende 
consideraciones como si fuera “un convidado de piedra”. 
 
Quienes se oponen a la adopción de una postura que algunos podrían considerar 
maximalista sostiene que para conseguir la paz se debe sacrificar cierto grado de 
justicia. Pero la posición de las organizaciones de derechos humanos es bien 
clara a este respecto: no puede haber paz sin justicia. Quienes han cometido 
abusos contra los derechos humanos lo han hecho con demasiada frecuencia e  
impunidad, especialmente en Colombia. 
 
El principio de Igualdad ante la Ley Penal, es un derecho básico y elemental del 
Derecho Penal y no solo se habla de Colombia, de hecho, desde la Revolución 
Francesa y en todas las constituciones actuales el principio de legalidad de los 
delitos y las penas es la Carta Magna del ciudadano moderno en materia penal. 
Los planteamientos criminológicos en los países desarrollados han señalado el 
carácter esencialmente selectivo y estigmatizador del Derecho Penal. El caso 
que atañe a esta trabajo es precisamente este la discriminación que la Ley de 
Justicia y Paz comparada con la Ley Penal Ordinaria en cuanto a la imposición 






teniendo los efectos que se buscaban “la reconciliación y paz nacional”.  
 
La igualdad ante la ley penal se transformó en un desafío; esto es, pretender 
establecer conforme a cada realidad concreta, el máximo de garantías posibles 
con el fin político de que la desigualdad y la discriminación frente a la ley penal 
sean las menores posibles, pero en realidad esto no se ha llevado a cabo en este 
proceso de paz. Hay que recordar el cuadro  antes expuesto; donde los delitos y 
sus penas comparadas con las de la Ley de Justicia y Paz resultando insultante. 
 
La perspectiva y el desafío del principio de igualdad ante la ley penal en Colombia 
obliga a considerar en la mayoría de ellos la existencia de grupos totalmente 
diferenciados, como es el caso de las culturas indígenas, así como de condiciones 
sociales de extrema pobreza, miseria, desempleo, analfabetismo, las cuales en 
virtud de ese mismo principio de igualdad implican un tratamiento diferenciado del 
legislador o desigual a fin de hacer efectiva la igualdad material, tal y como lo 
señala el artículo 13 de nuestra actual Carta Política en sus incisos segundo y 
tercero.  
 
Por ende el legislador debe considerar muchos eventos a la hora de imponer una 
pena a un coasociado que infringió la Ley Penal. En la Ley de Justicia Y Paz se 
dio este tipo  de garantía para encontrar un reconciliación nacional con los actores 
armados, más sin embargo, la cuantificación de la pena no merece ser impuesta 
ante tantos hechos punibles cometidos. No existe una verdadera justificación a 
estos tratamientos por que el estado debe distribuir la Justicia equitativamente y 
cumplir con su tarea garantista de equidad. 
 
La ley de Justicia y Paz no ha derogado el código penal vigente colombiano que 
es la ley 599 de 2000 por lo tanto hay dos leyes coexistentes que regulan las 






jurídica diferente al que los comete. Con el agravante de que el código penal para 
el homicidio simple tiene una pena máxima de 25 años y la ley de justicia y paz 
para el homicidio agravado tiene una pena máxima de 8 años, que es mas 
benigna para quien ha cometido un delito mas grave, como son las masacres y los 
asesinatos perpetrados por los paramilitares. 
 
Otro agravante de la Ley de Justicia y Paz es que permite que los miembros de las 
Autodefensas Unidas de Colombia, consoliden una situación jurídica en la que se 
impone la pena alternativa incluso por los delitos que posteriormente conozca la 
justicia por su propia capacidad investigativa. 
 
Desde el inicio de las negociaciones con el grupo de las Autodefensas Unidas de 
Colombia se impuso la idea de que se requería de un marco jurídico especial para 
darle viabilidad a este proceso. Se consideró por parte del Gobierno, muy 
seguramente como una necesidad derivada de la mesa de negociaciones, que era 
necesario establecer una normatividad distinta al sistema ordinario de beneficios 
contenido en los códigos penal y de procedimiento penal. 
 
En esta medida se trata de una Ley redactada de acuerdo con las conveniencias y 
necesidades de un proceso de negociaciones en particular, pareciera que a la 
conveniencia de los actores armados. De hecho, si se hubiera querido hacer una 
normatividad con vocación de permanencia, y con intención realmente universal, 
se hubiera recurrido a una reforma al Código Penal y Código de Procedimiento 
Penal de manera que mediante un sistema de beneficios exclusivos, claramente 
definidos y graduados, concebibles sobre la base de exigencias ciertas, 
individualizadas y verificables, y si se quería, mediante un procedimiento especial. 
Con ella se hubiera manifestado la intención de generar normas con vocación de 
persistencia en el ordenamiento jurídico. Evitando de esta manera vulnerar el 






incluso siendo un mecanismo importante para el desmantelamiento de los demás 
grupos armados que actúan en el país. 
 
Era clara la necesidad que se tenían que aprobar normas penales en las cuales se 
desarrollarán los derechos a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas y 
de la sociedad en el marco de procesos de negociaciones de paz de acuerdo con 
las obligaciones internacionales del Estado Colombiano y de cara a los desarrollos 
recientes en el derecho internacional. Lo mismo un sistema de beneficios 
detallado por desmonte efectivo de organizaciones armadas al margen de la ley, 
entrega de armas, confesión plena de delitos, entrega de bienes de origen ilícito, y 
reparación material y simbólica a las víctimas, a las comunidades y a la sociedad. 
Sin embrago, un alo de injusticia se dejo ante la comunidad colombiana y la 
internacional. 
 
Es cierto que la efectividad de la justicia no se puede evaluar solamente por el 
monto de la pena impuesta, sino que la justicia cuando cumple con su función le  
aporta a la sociedad y a las víctimas verdad sobre los hechos, disuasión a los 
delincuentes y, por lo tanto, mayor seguridad ciudadana, reconocimiento de la  
legitimidad de las autoridades por la imposición con garantías de sanciones que 
conllevan coerción pero no violencia, entre otras ventajas.  
 
Tampoco se mide la  capacidad reeducativa y resocializadora de las penas por su 
duración, pues el desarrollo de investigaciones penales efectivas, los juicios 
públicos, conllevan elementos de sanción social significativos. Aún así, para los 
delitos más graves, denominados atroces, crímenes de lesa humanidad, crímenes 
de guerra y para el genocidio, existe un deber mínimo del Estado de sancionar con 
penas efectivas que guarden proporcionalidad con la gravedad del daño 
ocasionado y la importancia de los bienes jurídicos tutelados con la consagración 







La ley consagra un conjunto de normas que facilitan la consolidación de la 
situación jurídica de los procesados mediante un procedimiento breve y sumario n 
el cual se aplican a diversos eventos la pena alternativa, que constituye el principal 
beneficio, como ya se explicó. Veamos el procedimiento y la concesión del 
beneficio en cada una de sus etapas: 
 
Como ya se explicó la Ley de Justicia y Paz es para los miembros de los grupos 
armados ilegales con cuentas pendientes con la justicia y que por lo tanto no 
puedan despacharse con el procedimiento administrativo de la Ley 782 del 2002 y 
el Decreto 128 de 1993. Los trámites se inician con la elaboración de un listado, 
por parte del Gobierno Nacional, de estas personas bajo la condición de 
“elegibles” para ser beneficiarios de la Ley. Desde ese momento dichas personas 
tienen la posibilidad de verse cobijadas por esta Ley especial y por lo  tanto no les 
son aplicables, en gran medida, las normas penales ordinarias. Pueden ser 
incluidas personas en el marco de desmovilizaciones colectivas o como 
desmovilizaciones individuales.  
 
La actuación penal sobre los miembros de grupos armados ilegales se inicia con la 
“Versión libre y confesión” en ella se consagra el mecanismo de comparecencia 
para rendir una declaración sobre los hechos delictivos que el miembro del grupo 
armado ilegal, incluido en la lista del Gobierno Nacional, quiera someter a 
conocimiento de la Fiscalía General de la Nación y por  los cuales aspira a obtener 
el beneficio de la pena alternativa.  
 
En relación con este derecho, se reiteran los argumentos propuestos en los 
aspectos procedimentales ya referidos, en los cuales se constata la renuncia del 
Estado al deber de investigar, juzgar y sancionar. No se satisfacen éstos deberes 






internacional humanitario. De igual manera se desconoce el derecho de las 
víctimas a un recurso efectivo, la observancia del debido proceso en todas las 
actuaciones judiciales, sobre todo respecto a la plenitud de garantías para las 
víctimas, y el deber de imponer penas adecuadas a los responsables de los 
graves crímenes de derecho internacional. 
 
La Ley fue aprobada sin el necesario consenso nacional que las grandes 
decisiones y procesos del país requieren. Por esta razón se impone adoptar una 
serie de acciones al interior de cada proceso penal para evitar que los efectos de 
impunidad que de ella se deriven se consoliden, ya que es altamente probable que 
una vez tomadas las decisiones, estás no puedan retrotraerse.  
 
Si se analiza desde la perspectiva netamente jurídica, se observa que el derecho 
a la igualdad este siendo violado respecto de los coasociados, obviamente no 
pertenecientes a estos grupos que tiene que pagar con todo el rigor de la ley los 
hechos punibles cometidos. 
 
Artículo 13. “ Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional, familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 






                                                
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”92. 
 
Guardando las dimensiones del conflicto nacional, los delincuentes comunes 
cometen menos delitos que los miembros de grupos paramilitares y guerrilleros, 
incluso una persona que solo ha cometido un delito, puede pagar de 25 a 60 
años de cárcel. Remítanse al Capitulo de estadísticas donde se verifican las 
actuaciones atroces sometidas por las Autodefensas. 
 
EL comandante o responsable de un grupo paramilitar que haya cometido 
masacres, desapariciones, etc., no necesitará acogerse a la ley de Justicia y Paz 
si no tiene procesos en curso o ha sido condenado por esos delitos. Si ya ha sido 
condenado a 40 años de prisión por cualquiera de esos delitos (caso Salvatore 
Mancuso), y se acoge a la ley de Justicia y Paz, puede entonces solicitar la pena 
alternativa de que trata la ley, es decir, entre 5 y 8 años de pena y todos los 
demás beneficios que contempla, incluyendo el tiempo en la zona de ubicación 
como pena cumplida. Se cuestiona la comunidad nacional e internacional si un 
dirigente de un grupo armado como este deba mantener su libertad después de 
desangrar a Colombia. 
 
Entonces, es violado el principio constitucional antes mencionado, por ende este 
tipo de legislación realizada bajo el acuerdo de paz, tanto social como 
jurídicamente es un equivoco del Gobierno. 
 
Viola el derecho a la igualdad de todo ciudadano ante la ley.  
 
El derecho a la igualdad consiste básicamente en que quien se encuentra en la 
misma situación de hecho tenga las mismas consecuencias jurídicas, De manera 
 






que si una persona mata a otra en principio la pena que se le debe imponer va de 
13 a 25 años, Si se dan circunstancias de agravación punitiva , como el hecho de 
ser pariente , o para preparar, facilitar o consumar otra conducta punible la pena 
debe ser entre 25 y 40 años.  
De manera que tenemos dos ciudadanos que estando en la misma situación de 
hecho reciben una consecuencia jurídica diferente, el ciudadano común y 
corriente de 13 a 25 años y si es agravado el homicidio de 25 a 40 año, el 
ciudadano “para” o “guerrillero” pro el homicidio agravado de 5 a 8 años. Por esta 
razón la Ley de Justicia y Paz es inconstitucional y debe ser sacada del 
ordenamiento jurídico. 
 
La ley de Justicia y Paz no ha derogado el código penal vigente colombiano que 
es la ley 599 de 2000 por lo tanto hay dos leyes coexistentes que regulan las 
mismas situaciones de hecho, homicidios, pero que le aplican una consecuencia 
jurídica diferente al que los comete. Con el agravante de que el código penal 
para el homicidio simple tiene una pena máxima de 25 años y la ley de justicia y 
paz para el homicidio agravado tiene una pena máxima de 8 años, que es más 
benigna para quien ha cometido un delito mas grave, como son las masacres y 
los asesinatos perpetrados por los paramilitares.  
 
De manera que tenemos dos ciudadanos que estando en la misma situación de 
hecho reciben una consecuencia jurídica diferente, el ciudadano común y 
corriente de 13 a 25 años y se es agravado el homicidio de 25 a 40 años , el 
ciudadano “ para” o “ guerrillero por el homicidio agravado de 5 a 8 años. Por 
esta razón la ley de Justicia y Paz es inconstitucional y debe ser sacada del 
ordenamiento jurídico.  
 
La Ley de Justicia y Paz es un instrumento jurídico que va a permitir a los 






efectiva, como ya se ha dicho extremadamente baja, ya que materialmente será 
entre 5 y 8 años, de los cuales se puede descontar el tiempo que hayan 
permanecido en la zona de concentración de Santafé de Ralito hasta por un 
máximo de 18 meses, con lo cual la pena efectivamente pagada puede oscilar 
entre tres años y medio y 6 años y medio. Esa Pena alternativa contrasta con las 
penas ordinarias establecidas en el Código Penal las cuales oscilan entre 25 y 40 
años, de los cuales, una vez impuesta la condena, pueden cumplirse 
efectivamente en las cárceles hasta la mitad. Se estaría hablando de por lo menos 
10 a15 años de diferencia. 
 
La Ley de Justicia y Paz observa situaciones de hecho diversas, pues los delitos 
que cometieron y siguen haciendo las Autodefensas Unidas de Colombia han 
sido considerados "atroces y abominables". Se debe determinar la prevención de 
los delitos como esos, y se ve como una finalidad legítima que no afecta las 
garantías procésales. 
 
Estos delitos son de mucha gravedad, pues atentan no sólo contra la dignidad y 
libertad humanas, sino contra la existencia misma de la sociedad. En tal virtud, 
deben recibir penas más rigurosas sin beneficio alguno. 
 
El fin de el replanteamiento de la “ Pena Alternativa” tal como se esta aplicando 
Es evitar que resulte nugatoria, desproporcionada o irrisoria, lo mismo se 
hablaría del reproche social impuesto para los delitos más graves y de mayor 
impacto social como el terrorismo, el secuestro, la extorsión y sus conexos; que, 
quebrantan en forma significativa los valores de gran relevancia individual y 
colectiva, desestabilizando incluso el propio orden institucional. Desestabilizando 










CAPITULO VI.  
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 
 
Bajo el derecho internacional, el Estado colombiano tiene la obligación de prevenir 
las violaciones de derechos humanos así como los crímenes de lesa humanidad y 
los crímenes de guerra, investigar estos delitos, procesar y sancionar a sus 
autores y reparar los daños causados.  
 
El conflicto colombiano es de tal naturaleza que ha tocado a la Comunidad 
Internacional ya que se trata de algo que en el contexto mundial no puede pasar 
desapercibido por las consecuencias que tanto el comercio genera como en el 
mismo sentimiento humanitario produce. 
 
La intervención de las entidades defensoras de los derechos humanitarios es un 
fenómeno que en Colombia tiene importancia, como la tienen en cualquier país del 
planeta en donde la violencia existe. 
 
Colombia no es el único país donde la violencia ha llegado a los niveles que 
analizamos: en África, el fanatismo religioso viene produciendo masacres de 
mayor gravedad entre la población. También se ve la violencia de países en la 
antigua Yugoslavia, en las Repúblicas de la antigua Unión Soviética y en muchas 
otras partes del planeta. De manera que los estados tienen en sus manos la 
responsabilidad de ejercer políticas que propendan por la armonía de los 
coasociados. 
 
De ahí que Colombia no puede ser estigmatizada como la zona de mayor 






desarrollando impactos de gravedad en ella. 
 
El Estado se coloca así en una posición jurídica de garante de los derechos 
humanos, de la cual emergen obligaciones esenciales para la protección y 
salvaguardia de estos. Es sobre esta base que la jurisprudencia y la doctrina han 
elaborado el concepto del deber de garantía, como noción nuclear de la posición 
jurídica del Estado en materia de derechos humanos. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos recordó que los Estados partes 
han contraído la obligación general de proteger, de respetar y de garantizar cada 
uno de los derechos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos con 
lo cual: "Los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los 
derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, 
si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños 
producidos por la violación de los derechos humanos. El Estado está en el deber 
jurídico de prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de 
investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se hayan 
cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a los 
responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima 
una adecuada reparación"  
 
Bajo el derecho internacional, el Estado tiene también la obligación de juzgar y 
castigar a los autores de graves violaciones a los derechos humanos así como de 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra  
 
Asimismo, la imposición de penas irrisorias constituye una violación de la 
obligación internacional de sancionar los autores de graves violaciones de 
derechos humanos, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra con penas 






violaciones de los derechos humanos, los crímenes de lesa humanidad y los 
crímenes de guerra, el Estado viola sus obligaciones internacionales y 
compromete su responsabilidad internacional. 
 
La Ley de Justicia y Paz constituye una violación de las obligaciones 
internacionales del Estado colombiano, en particular de sus obligaciones de 
investigar las graves violaciones a los derechos humanos, los crímenes de guerra 
y los crímenes de lesa humanidad, y de procesar y sancionar a los autores de 
tales actos con penas apropiadas a la gravedad de estos crímenes. Además de 
consagrar la impunidad, esta norma conlleva una denegación de los derechos a 
un recurso efectivo, a la verdad y a la reparación de las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos, crímenes de guerra y crímenes de lesa 
humanidad y a sus familiares. 
 
Este proceso no solamente transgrede las obligaciones internacionales de 
Colombia en materia de investigación, justicia, verdad y reparación, sino que antes 
que resolver y superar efectivamente el flagelo del paramilitarismo en Colombia 
contribuye al fortalecimiento y consolidación de su poder político y económico.  
 
La continuación del proceso de desmovilización de los grupos paramilitares de las 
Autodefensas Unidas de Colombia, aun cuando dichos grupos siguieron 
cometiendo graves crímenes, la ausencia de un verdadero mecanismo de 
verificación de este proceso y la aplicación de la  ley de Justicia y Paz permiten 
mantener el círculo vicioso de la impunidad de graves violaciones de derechos 
humanos, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra en Colombia.  
 
La ley de Justicia y Paz no ha derogado el código penal vigente colombiano que 
es la ley 599 de 2000 por lo tanto hay dos leyes coexistentes que regulan las 






jurídica diferente al que los comete. Con el agravante de que el código penal 
para el homicidio simple tiene una pena máxima de 25 años y la ley de justicia y 
paz para el homicidio agravado tiene una pena máxima de 8 años, que es mas 
benigna para quien ha cometido un delito mas grave, como son las masacres y 
los asesinatos perpetrados por los paramilitares. De manera que hay dos 
ciudadanos que estando en la misma situación de hecho reciben una 
consecuencia jurídica diferente, el ciudadano común y corriente de 13 a 25 años 
y se es agravado el homicidio de 25 a 40 años , el ciudadano “ para” o “ 
guerrillero por el homicidio agravado de 5 a 8 años. Se deja entrever el alo de 
inconstitucionalidad de la norma pro la cual realizaos este análisis. 
 
Es posible formular cargos de inconstitucionalidad material contra conjuntos de 
artículos de la Ley de Justicia y paz  por violar la Constitución y otras normas del 
bloque de constitucionalidad. En particular, las normas procedimentales incluidas 
en la Ley objeto de demanda por desconocer el deber del Estado de investigar, 
juzgar y sancionar y por consagrar un procedimiento que desconoce el derecho 
fundamental a un recurso efectivo. Otro grupo de normas desconoce los derechos 
a la verdad la justicia y la reparación de las víctimas y de la sociedad. Otras, por 
violar el derecho a la igualdad y el principio de la proporcionalidad de las penas, 
las cuales nos atañen directamente y se ha evidenciado a lo largo de este 
documento. Finalmente, el artículo en el cual se extendió la aplicabilidad y se 
agregaron elementos al tipo penal de la sedición, desconoce el contenido del 
delito político consagrado en la Constitución y viola el principio de legalidad por 
inadecuación en la descripción típica. 
 
Se pone de manifiesto que se han olvidado las obligaciones del Estado en materia 
de derechos humanos, a las cuales no hace referencia alguna,  ni en su articulado 








Dentro de todas estas garantías y además de la imposición de una cuantificación 
tan mínima para tan atroces delitos, el Estado puede suspender la ejecución de la 
pena privativa de la libertad a personas que ni siquiera han empezado a cumplir 
condenas impuestas por la comisión de delitos atroces, quedando totalmente 
impunes. 
 
La Ley permite aplicar a los sujetos activos  de crímenes internacionales penas 
alternativas a la de prisión que, por su carácter excesivamente suave, vulneran los 
principios democráticos de justa retribución y proporcionalidad de las sanciones 
penales. 
 
Desde ese punto de vista abre la puerta a la impunidad, por no sancionar 
adecuadamente a los responsables, al dejar sin efecto la ejecución de la condena 
y permitir que éstos no se sometan a un solo día de cárcel, aún en los casos en 
que hayan cometidos delitos muy graves. 
 
Y además prevé que el beneficiario obtenga la libertad definitiva en un término de 
cinco años, vencido el cual, sin tener en cuenta la duración de la condena, se 
suspende todo control del Estado sobre aquel. No se alcanza la resocialización y 
tampoco se ejerce control sobre el delincuente. 
 
El hecho de que Colombia, como Estado Parte de tratados internacionales de 
derechos humanos y de derecho internacional humanitario se ha obligado a 
sancionar adecuadamente las violaciones e infracciones a esos ordenamientos, 
como surge por ejemplo de los artículos 2 y 14 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, los artículos 1.1 y 8 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, el artículo 4 de la Convención contra la Tortura y otros 






pertinentes del Estatuto de la Corte Penal Internacional; queda relegado a un 
segundo plano, para efectos de alcanzar la paz nacional pero al costo mas alto el 
de la impunidad. 
 
El hecho de que tal deber exige a las autoridades colombianas investigar 
seriamente las violaciones de derechos humanos y las infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario cometidas dentro del ámbito de su jurisdicción, con el fin 
de identificar a los responsables de unas y de otras, de imponerles las sanciones 
apropiadas o adecuadas y de asegurar a las víctimas su derecho a la verdad, a la 
justicia y a la reparación. En teoría siendo esto muy diferente a la verdad material. 
 
El hecho de que las normas y los principios internacionales en materia de 
derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario prohíben la concesión de 
indultos, amnistías y de otras medidas excluyentes de responsabilidad penal o de 
la pena a autores de graves violaciones de derechos humanos y de crímenes de 
guerra, como parte del compromiso de los Estados en materia de lucha contra la 
impunidad. Entre esas disposiciones figuran el artículo 18 de la Declaración sobre 
la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas, el artículo 
28 del Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad, así como la vasta jurisprudencia 
de los órganos internacionales. 
 
Las penas alternativas a que se refiere el artículo 11 no son ni cuantitativamente ni 
cualitativamente equiparables a la privación de la libertad, razón por la cual 
tampoco respetan el principio de la proporcionalidad de las sanciones. Todas ellas 
pertenecen al elenco de las llamadas, en el derecho penal comparado, penas 
accesorias que se imponen como complemento de la principal. 
 






tendrían aplicabilidad las cuestiones relacionadas con los bienes adquiridos 
ilegalmente por los miembros de los grupos armados ilegales, ni con los fondos 
que la actividad ilícita haya generado para éstos. 
 
Es necesario valorar con mucho cuidado el impacto latente y real de tales 
beneficios, con el fin de excluir la posibilidad de que se conviertan en factores de 
estímulo para la perpetuación del conflicto armado interno. 
 
En ese orden de ideas se debe tomar en cuenta las siguientes recomendaciones: 
 
1 Al Estado Colombiano: 
 
1.Retirar su reserva al Estatuto de Roma que impide que la Corte Penal 
Internacional ejerza su jurisdicción sobre los crímenes de guerra; 
 
1.Revisar su política de mantenimiento del orden público (política de seguridad 
democrática) para que sea compatible con los principios básicos del estado de 
derecho y con las obligaciones internacionales de Colombia, en particular el 
derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario; 
 
1.Tomar medidas urgentes para que sea respetado incondicionalmente el principio 
de distinción entre civiles y combatientes y renunciar a toda medida o programa 
que le sea contrario; 
 
2.Modificar la ley de Justicia y Paz para que sea compatible con las obligaciones 
internacionales de Colombia y garantice imposición de penas congruentes a los 







3.Tomar medidas para el desmantelamiento efectivo de las estructuras 
paramilitares para que no sigan perpetrando hechos delictivos 
 
4.Cumplir con las recomendaciones internacionales en materia de derechos 
humanos. 
 
1 A los grupos insurgentes: 
 
1.El respeto por la población civil. 
 
2.El no incurrir en delitos de lesa humanidad, ni violaciones a los derechos 
humanos. 
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